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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

A C TA S  D E  C O M I S I Ó N
COMISIÓN PRIMERA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE

AUDIENCIA PÚBLICA (MIXTA) DE 2026
(octubre 5)

Convocada por la Mesa Directiva de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente 

del honorable Senado de la República
Salón Guillermo Valencia - Capitolio 

Nacional y en la plataforma virtual Zoom
•	 Proyecto de Acto Legislativo número 04 de 

2026 Senado, por medio del cual se modifica el artículo 
21 del Título Transitorio de la Constitución Política, 
introducido por el Acto Legislativo número 01 de 
2017, para establecer una revisión automática judicial 
para miembros de la Fuerza Pública sancionados por 
la Jurisdicción Especial para la Paz.

Himno Nacional de la República de Colombia
Siendo las 2:27 p. m. del día lunes 5 de octubre 

de 2026, la Presidencia ejercida por la honorable 
Senadora Isabel Cristina Zuleta López, da inicio a la 
Audiencia Pública Mixta, previamente convocada y 
con la presencia en el salón de la Comisión Primera 
de Senado salón Guillermo Valencia - Capitolio 
Nacional y en la plataforma virtual Zoom de los 
honorables Senadores miembros de la Comisión 
Primera del honorable Senado.

El orden del día para la audiencia es el siguiente:

AUDIENCIA PÚBLICA (MIXTA)
AUDIENCIA PÚBLICA SOBRE:
•	 Proyecto de Acto Legislativo número 04 

de 2026 Senado, por medio del cual se modifica el 
artículo 21 del Título Transitorio de la Constitución 
Política, introducido por el Acto Legislativo número 
01 de 2017, para establecer una revisión automática 
judicial para miembros de la Fuerza Pública 
sancionados por la Jurisdicción Especial para la Paz.

Autores: honorables Senadores Juan Fernando 
Caicedo, Óscar Villamizar Meneses, Zandra Bernal 
Rincón, María Angélica Guerra, Juan Espinal 
Ramírez, Carlos Meisel Vergara, Esteban Quintero 
Cardona, Christian Garcés Aljure, Rafael Nieto 
Loaiza, Claudia Zuleta Murgas, Enrique Cabrales 
Baquero, y otras firmas ilegibles.

Ponente Primer Debate: honorable Senador 
Rafael Nieto Loaiza.

Publicación Proyecto Original: Gaceta del 
Congreso número 941 de 2026.

Ponencia Primer Debate: Gaceta del Congreso 
número 1272 de 2026.

Intervinientes: Personas naturales o jurídicas, 
para que formulen sus observaciones, inscritos 
previamente de conformidad con el artículo 230 de 
la Ley 5ª de 1992; e invitados especiales.

Convocada por la Mesa Directiva de la Comisión 
Primera Constitucional Permanente del honorable 
Senado de la República.

En virtud de la Proposición número 18 presentada 
por la honorable Senadora Isabel Cristina Zuleta López, 
dispuesto en el siguiente link (https://drive.google.com/
file/d/1MvIX-OH4hmI9DQKa9EJvhzZB4kOK6ib7/
view?usp=drive_link)

Mediante Resolución número 01 del 29 de 
septiembre de 2026
Cuatrienio 2026-2030

Legislatura 2026-2027 - Primer Periodo
Día: lunes 5 de octubre de 2026

Lugar: Salón Guillermo Valencia- Capitolio 
Nacional- Primer Piso y plataforma Zoom.

Hora: 2:00 p. m.
I

Lectura de la Resolución número 01 del 29 de 
septiembre de 2026
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II
Intervenciones invitados especiales e inscritos
“La Mesa Directiva de la Comisión Primera 

Constitucional Permanente del honorable Senado 
de la República informa que, para esta audiencia, la 
presencia será mixta a través de la plataforma Zoom, 
la invitación para la conexión, el ID y la contraseña 
se enviará vía correo electrónico”.

El Presidente,
Honorable Senador Enrique Gómez Martínez.

El Vicepresidente,
Honorable Senador José Nicolás Gómez 

Medina.
El Secretario General,

Doctor Emiliano Rivera Bravo.
Atendiendo instrucciones de la Presidencia por 

Secretaría se da lectura a la Resolución número 01 
del 29 de septiembre de 2026.

La Secretaría da lectura a la Proposición número 
18 suscrita por la Senadora Isabel Cristina Zuleta 
López, aprobada en la sesión del día 29 de septiembre 
de 2026, Acta número 08.
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La secretaria da lectura a la proposición N° 18 suscrita por la Senadora Isabel 

Cristina Zuleta López, aprobada en la sesión del día 29 de septiembre de 2026, 

Acta N° 08. 
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La Secretaria informa que, conforme a la 
resolución de esta Audiencia y para el conocimiento 
de la ciudadanía en general se realizaron las siguientes 
gestiones para la divulgación: un aviso para que 
fuera publicado en un periódico de circulación 
nacional, publicación en la página de la Comisión 
Primera del Senado (comisionprimerasenado.com) 
y en el twitter de la Comisión @PrimeraSenado e 
informando a la Oficina de Prensa del Senado para 
la publicación en el Canal del Congreso.

Secretario:
Señor Presidente, Senador Nieto. Le informo 

que la Secretaría recibió comunicaciones de las 
siguientes entidades y me permito leerlas:

Presidente, han sido leídas las excusas que la 
Secretaría de la Comisión Primera del Senado de 
la República ha recibido. También le informo, 
Senadora Zuleta y Senador Nieto, que se envió 
por parte de la Secretaría, en cumplimiento de la 
proposición radicada por la Senadora Zuleta y 
aprobada por esta Comisión, se envió invitación a los 
Magistrados de la Jurisdicción Especial para la Paz, 
al Tribunal Superior Militar y Policial, al Ministerio 
de Defensa Nacional, a la Defensoría del Pueblo, a 
la Procuraduría General de la Nación, a miembros y 
exmiembros de la Fuerza Pública que actualmente 
comparezcan o hayan comparecido ante la 
Jurisdicción Especial para la Paz con el propósito de 
escuchar directamente sus experiencias respecto del 
funcionamiento del modelo de justicia transicional, 
a las víctimas acreditadas ante la Jurisdicción 
Especial para la Paz, a las organizaciones de 
derechos humanos y organizaciones especializadas 
en justicia transicional. Se envió junto con la 
invitación la Proposición suscrita por la honorable 
Senadora Isabel Cristina Zuleta.

La Presidencia interviene para un punto de 
orden, Isabel Cristina Zuleta López:

Gracias, Senador. Muchísimas gracias a todas las 
personas que tuvieron interés en esta audiencia. Si 
me ponen la presentación, por favor.

Para mí es especialmente importante el desarrollo 
de lo que hemos llamado en esta curul la ‘legislación 
participativa’. Está contemplado en la Ley 5ª un 
procedimiento para participar de todos los debates 
Congresionales, de todas las iniciativas que tenemos 
los Congresistas y esta es una de ellas. En el marco 
de Proyectos de Acto Legislativo, de proyectos de 
ley, puede participar y debe participar la ciudadanía.

Al conocer la Ponencia del Senador Nieto sobre 
el Proyecto de Acto Legislativo número 04 del 2026, 
presenté la proposición precisamente para que todas 
las instituciones concernidas y dejo aquí constancia 
de que no participaron, decidieron no participar de 
manera especial cuando se les hizo la invitación al 
Tribunal Superior Militar y de Policía, el Ministerio 
de Defensa, la Defensoría del Pueblo, quienes no 
hacen presencia el día de hoy.

¿Y por qué considero importante esa participación? 
Porque lo que creo que está diciéndonos este 
Proyecto de Acto Legislativo que reforma 
nuestra Constitución es que, hay que cambiar a la 
Jurisdicción Especial para la Paz. Es que, la reforma 
que se pretende hacer vía constitucional lo que busca 
es también cambiar toda la arquitectura institucional 
de la justicia en Colombia. Más allá de si se cambia 
una jurisdicción específica, este Proyecto de Acto 
Legislativo, en mi consideración, cambiaría toda la 
arquitectura institucional de la justicia en Colombia.

No solamente estamos hablando de instituciones 
del Estado, sino de la arquitectura del Estado, del 
compromiso del Estado colombiano con otras 
instituciones de carácter internacional. Por eso es 
que hemos convocado a esas instituciones, a víctimas 
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de la sociedad civil, a la academia y expertos, a 
miembros de la Fuerza Pública.

Debo dejar aquí constancia, señor Secretario, 
para los Senadores que me escuchan en este 
momento, en que es la primera vez; este es mi 
segundo periodo como Senadora de la República 
y es la primera vez, después de haber realizado 
y dirigido más de 50 audiencias en mi periodo 
anterior, en que quien propone la audiencia no es 
quien preside la audiencia según la decisión de 
la Mesa Directiva. Eso es no solo irregular por 
mi experiencia, sino arbitrario. Yo he sido la que 
he convocado a la audiencia, los he convocado 
a ustedes; sin embargo, esta Mesa Directiva ha 
decidido que es el ponente del proyecto quien debe 
presidir una audiencia que él mismo no solicitó.

Por eso, dentro de las instituciones, por supuesto, 
es esta célula legislativa quien debe convocar a la 
ciudadanía para escuchar sus apreciaciones, a la 
academia de expertos, pero sobre todo a la Fuerza 
Pública ¿Por qué? Porque nosotros consideramos 
que este Proyecto de Acto Legislativo genera 
inseguridad jurídica para los comparecientes ante la 
Jurisdicción Especial para la Paz.

Por eso tenemos a varias personas inscritas 
quienes han pertenecido a nuestra Fuerza Pública 
y han comparecido ante la Jurisdicción Especial 
para la Paz para que nos den sus apreciaciones 
en torno a este Proyecto de Acto Legislativo y 
si la consideración de esta Senadora sobre esa 
inseguridad jurídica para los miembros de la Fuerza 
Pública es o no real.

La idea de esta de esta audiencia es conocer 
sus apreciaciones más que las de nosotros, los 
Congresistas, porque en el marco del debate del 
Proyecto de Acto Legislativo y de las distintas 
sesiones pues tendremos oportunidad para presentar 
nuestras apreciaciones.

Es por eso que hemos invitado a todas estas 
instituciones, pero sobre todo queremos presentar 
la proposición de archivo de este Proyecto de Acto 
Legislativo en el marco de esta audiencia, que 
fue debidamente radicado como corresponde a 
esta Congresista ante la Secretaría de la Comisión 
Primera del Senado hace dos semanas; no recuerdo 
exactamente la fecha. Señor Secretario, yo presenté 
una proposición de archivo precisamente por lo que 
considero debe someterse a debate dentro del primer 
debate del Proyecto de Acto Legislativo.

Uno, porque considero que sustituye la 
Constitución. Si bien nosotros tenemos potestades 
dentro del Congreso de la República para reformar 
nuestra Constitución, que ha tenido múltiples 
reformas desde el año 91, no tenemos facultades 
para sustituir la Constitución. Hay un test de 
sustitución; digamos que la Corte Constitucional ha 
hecho una acuciosa manera de saber cuáles son los 
límites de los Legisladores precisamente para que 
no se presente una sustitución de la Constitución.

En este caso, no se trata de la reforma a un 
artículo, sino como lo decía al principio, de toda 

una arquitectura institucional. En la consideración 
de esta Senadora, estaríamos sustituyendo la 
Constitución en el caso de que se llegue a aprobar 
este Proyecto de Acto Legislativo.

Pero además genera inseguridad jurídica porque 
genera un efecto suspensivo. La interposición de 
la revisión tendría un efecto suspensivo sobre las 
sentencias que emita la Jurisdicción Especial para 
la Paz. Quiere decir que le quita el órgano de cierre. 
El órgano de cierre de la Jurisdicción Especial para 
la Paz está establecido en los acuerdos de paz, no 
está establecido solo en la Constitución. No es 
competencia del Congreso de la República reformar, 
cambiar un acuerdo de paz que ya lo suscribió el 
Estado colombiano.

Desde la consideración de esta Senadora, es 
importante que ustedes sepan que nosotros no 
creemos que tengamos facultades para cambiar lo 
que el Estado en su momento, en voz del Presidente 
de la República de la época, suscribió en el acuerdo 
de paz de La Habana o del Teatro Colón, como lo 
conocemos. Nosotros no tenemos esas facultades y 
en ese acuerdo está específicamente señalado que 
el órgano de cierre es la Jurisdicción Especial para 
la Paz.

Este Proyecto de Acto Legislativo busca cambiar 
el órgano de cierre, pero además de que busca 
cambiar el órgano de cierre y decir que el órgano de 
cierre es la Jurisdicción Penal Militar, lo que quiere 
decir que se le daría atribuciones a la Jurisdicción 
Penal Militar que no le corresponden para delitos 
de lesa humanidad. Y en eso se ha pronunciado en 
innumerables ocasiones nuestra corte, pero además 
muchísimos expertos han dicho: “La Jurisdicción 
Especial para la Paz no tiene competencia con 
delitos de lesa humanidad”. Es decir, se le darían 
competencias que no le corresponden a la Jurisdicción 
Penal Militar, pero además se le pondría por encima 
incluso, al ser el órgano de cierre de la Jurisdicción 
Especial para la Paz, de la Corte Suprema de Justicia.

Recordemos que en nuestra arquitectura 
institucional quien es el órgano de cierre de la 
Jurisdicción Penal Militar es la Corte Suprema de 
Justicia. ¿Qué quiere decir eso? Que al aprobar esta 
reforma constitucional estaríamos cambiando toda 
la arquitectura de la justicia en Colombia. Por eso la 
preocupación de esta Congresista.

Y nos dejarían en suspenso a esos militares que 
decidieron comparecer para entregar su verdad, 
una verdad requerida por las víctimas; se dejaría en 
suspenso hasta que el Tribunal Militar lo considere 
y resuelva los recursos a los que este proyecto de ley 
les daría posibilidades. Esa revisión automática, por 
lo tanto, es absolutamente inconstitucional desde la 
perspectiva de esta Congresista.

Es por eso que, además de estos planteamientos 
que quiero dejar de manera general porque vinimos 
aquí es a escucharles a ustedes, para que conozcan 
este esta proposición de archivo de este Proyecto 
de Acto Legislativo, quiero solicitarle a quien 
decidió esta mesa directiva presidir esta audiencia, 
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que por favor tenga en cuenta a las personas que 
se inscribieron desde la convocatoria que hizo esta 
Congresista para que se les pueda escuchar.

Senador Nieto, a la Presidenta de MAFAPO 
Colombia, Jacqueline Castillo, quien está aquí con 
nosotros de manera presencial, a Jeison Orlando 
Pava Reyes del Colectivo Sociojurídico Orlando 
Fals Borda; a Luis Fernando Borja Aristizábal 
miembro de la Fuerza Pública compareciente ante 
la JEP de manera presencial, a César Augusto 
Muñoz Echeverry de la Junta de Acción Comunal de 
Chipayá de manera virtual, a Felipe Andrés Ramírez 
Gómez de Gestores de Restauración que está aquí 
de manera presencial, a Marelena Huertas Moya 
del Movice que está aquí de manera presencial, a 
José Antonio Movilla Vergara del Movice que se 
encuentra con nosotros de manera presencial.

Daniel Fernando Eslava Ríos, docente 
universitario y abogado que se encuentra con 
nosotros de manera presencial, a Luzmerina H. 
Contreras del Movice con nosotros de manera 
presencial, a Sebastián Felipe Escobar Uribe del 
colectivo de Abogados José Alvear Restrepo que se 
encuentra aquí con nosotros de manera presencial, a 
Jenia Strz Bedoya Betancur defensora de derechos 
humanos que se encuentra con nosotros, Valeria 
Castro Vargas de la Corporación Jurídica Yira Castro 
que se encuentra con nosotros, Alberto Acosta de 
ASOCampesinos de manera presencial, a Óscar 
Fernando Sierra Ospina de Madres Falsos Positivos 
de Soacha y Bogotá, a Luis Alfonso Castillo de la 
Corporación Jurídica Libertad que se encuentra 
con nosotros de manera virtual, a Alberto Lépez 
coordinador del observatorio de Derechos Humanos 
de la CSUE de manera presencial.

Y otras personas que se han venido inscribiendo, 
Daniela Estefanía Rodríguez del Comité de 
Solidaridad con Presos Políticos, Óscar Giovanni 
Ramírez de la Comisión Colombiana de Juristas; 
además de las personas que se inscribieron por otros 
medios que determinó la Mesa Directiva.

Senador Nieto, esta Senadora; usted tiene razón, 
cada vez que ha convocado audiencias públicas, ya 
sea para un asunto específico, para un proyecto de 
ley, siempre se ha quedado hasta que la ciudadanía 
desee hablar y que ha expresado que la participación 
es abierta, que a nadie se le quita la palabra y que 
escucha hasta la última de las personas que se haya 
inscrito. De nuevo, bienvenidas y bienvenidos.

En el transcurso de la audiencia intervinieron los 
siguientes ciudadanos:

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al doctor Camilo Andrés Suárez Aldana, 
Magistrado:

Bueno, muchas gracias, señor Senador Ponente, 
Senadora Zuleta, distinguidos Senadores, Senadoras, 
por este espacio y esta oportunidad que tenemos 
de compartir nuestra visión desde la Jurisdicción 
Especial para la Paz.

Yo voy a usar este tiempo fundamentalmente para 
fijar mi postura en tres escenarios particulares: uno 

tiene que ver con el principio del juez natural, segundo 
el tema de la seguridad jurídica y por supuesto, el 
tema de competencias y lo que llamaríamos los 
pilares fundamentales de la Constitución.

Inicio por lo que he referido como esto último. 
Un pilar fundamental que podemos entender de la 
Constitución, desde el Acto Legislativo número 
01 de 2017 es la obligación y el objetivo de esta 
Jurisdicción de investigar, juzgar y sancionar los 
crímenes más graves cometidos en el marco del 
conflicto, entiéndase crímenes de lesa humanidad, 
crímenes de guerra, crimen de genocidio, es decir, 
lo más atroz que ha acontecido en el marco del 
conflicto. Y un elemento muy importante de esa 
competencia de la Jurisdicción Especial para la Paz 
tiene que ver como segundo pilar garantizar los 
derechos de las víctimas.

Segundo, ofrecer seguridad jurídica a los 
comparecientes. Esta competencia o este pilar que 
referimos que está definido en la Constitución, que 
fue incorporado en la Constitución con el Acto 
Legislativo número 01 de 2017, declarado exequible 
por la Corte Constitucional, insisto, tiene por objeto 
investigar, juzgar y sancionar los crímenes cometidos 
en el marco del conflicto, no solo responsabilizando 
internamente a quienes cometieron crímenes en 
el marco del conflicto, sino cumpliendo con el 
compromiso internacional de investigar, juzgar y 
sancionar crímenes internacionales. Lo segundo, 
insisto, es garantizar los derechos de las víctimas a 
la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de 
no repetición.

Tercero que quisiera referir es que, como lo señaló 
la Senadora Zuleta, efectivamente la Jurisdicción 
fue concebida para ser el organismo de cierre, 
una Jurisdicción de cierre y algo que se llamaba 
fundamentalmente la competencia funcional.

Conforme el Acto Legislativo, la Jurisdicción 
Especial para la Paz tiene categoría de alta corte. 
Está definido y su competencia y que sus decisiones 
cobren firmeza tanto en el derecho interno cómo 
en el derecho internacional, obedece también a 
la ubicación constitucional de esta Jurisdicción, 
entiéndase categoría de corte.

Referiría igualmente, que en consecuencia a ser 
categoría de corte, la Jurisdicción Especial para la Paz 
ofrece un cierre definitivo. Es decir, brinda seguridad 
jurídica a los comparecientes que las conductas que 
investiga y juzga esta Jurisdicción sean respetadas 
fundamentalmente desde el hecho interno, incluso 
desde el derecho internacional, particularmente por 
el principio de seguridad jurídica, segundo pilar 
fundamental que estaba citando.

Y esto tiene que ver específicamente con la 
preocupación que allí sé que expresa la Senadora, 
que la iniciativa propone que un tribunal de 
menor jerarquía termine investigando, revisando, 
modificando las decisiones de una alta corte como 
es la Jurisdicción Especial para la Paz. Y me refiero 
al Tribunal Superior Militar. El Tribunal Superior 
Militar tiene la organización en la competencia 
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categoría de tribunal de distrito judicial. El 
organismo de cierre de la Jurisdicción militar es la 
Corte Suprema de Justicia y no podría un tribunal 
de esta entidad desconocer inclusive la propia Corte 
Suprema de Justicia.

Entro a señalar un aspecto que tiene que ver 
fundamentalmente con los límites competenciales 
que tiene la Jurisdicción Especial para la Paz. 
Permítame insistir en lo siguiente, a esta Jurisdicción 
se le otorgó la competencia para investigar graves y 
masivas violaciones de derechos humanos, graves 
infracciones al derecho internacional humanitario; a 
contrario, a la Jurisdicción Penal Militar en reiterada 
jurisprudencia de nuestra Corte Constitucional 
precisó que, no es competencia de la Justicia Penal 
Militar investigar estos delitos.

Hay un punto de partida, aunque los hay muchos 
más, particularmente desde el año 87, pero me 
refiero a la Sentencia C-358 de 1997, donde la Corte 
Constitucional precisó los límites de competencia 
de la Jurisdicción Penal Militar y allí dejó claro que 
las graves violaciones de derechos humanos como 
infracciones al derecho internacional humanitario 
no son competencia a la Jurisdicción Penal Militar, 
sino que deben ser competencia a la Jurisdicción 
ordinaria, entiéndase en este caso, de la Jurisdicción 
Especial para la Paz.

Esta postura fue reiterada por la Sentencia 
C-878 de 2000, particularmente una sentencia 
que precisó que crímenes de tortura, genocidio, 
desaparición forzada son meramente enunciativas 
y debe entenderse que toda grave violación de 
derechos humanos y graves infracciones al derecho 
internacional humanitario escapan a la órbita de 
competencia de la Jurisdicción Militar.

Posteriormente en la Sentencia C-469 de 2009, 
que se ocupó del artículo tercero del Código Penal 
Militar; el artículo tercero de este código establece 
claramente qué delitos no tienen relación con el 
servicio y dejó claro que los delitos de genocidio, 
tortura, desaparición forzada, crímenes de lesa 
humanidad, crímenes contra el derecho internacional 
humanitario entendidos en los términos los ratificados 
por Colombia. Allí vuelve inclusive el estándar de 
evaluación a tratado internacional para encontrar el 
límite e interpretación de estos crímenes escapan a 
la competencia de la Jurisdicción Penal Militar y 
señaló fundamentalmente que ese artículo en últimas 
sería exequible si se redactaba de esta forma. Este 
Congreso efectivamente lo redactó en esos términos 
y quedó como cosa juzgada constitucional.

Pero además de los mandatos de la propia 
legislación interna, del mandato constitucional, de 
los límites que fija el artículo 221 de la Constitución, 
porque miren ustedes que el 221 establece que la 
justicia militar conoce de los delitos relacionados 
con el servicio. La precisión la hace el artículo 
tercero, cuáles no son del servicio; insisto, estos que 
tienen un concepto de gravedad.

Y por otra parte, señaló fundamentalmente el 
Código Penal Militar, que son aquellos delitos que 

tienen una relación directa con el servicio y que se 
derivan del ejercicio de la función, por supuesto, 
serían de competencia. Al contrario, como lo he 
señalado desde un principio, esta competencia se le 
entregó exclusivamente por competencia preferente 
y prevalente a la Jurisdicción Penal Militar en el 
lapso de los delitos cometidos en el marco del 
conflicto, entiéndase, hasta el primero de diciembre 
de 2016.

El tema de la seguridad jurídica. Se pondría en 
riesgo la seguridad jurídica de los miembros de la 
Fuerza Pública y desde aquí hacemos un llamado 
cordial, respetuoso a la Fuerza Pública. Se colocaría 
en riesgo particularmente la seguridad jurídica. A mí 
me llama algo poderosamente la atención, es que 
recuerden ustedes cómo en los procesos de paz que 
ha habido en Colombia, es la primera vez que los 
miembros de la Fuerza Pública se incorporan de forma 
directa en un proceso de paz y uno de los aspectos 
sus compromisos de verdad, justicia, reparación, es 
también que se les brinde seguridad jurídica.

Esta iniciativa, respetuosamente, los colocaría 
en inseguridad jurídica, no solo por los límites que 
tiene en el derecho interno de la justicia militar, 
sino la responsabilidad que tiene Colombia frente al 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, la 
propia Corte Penal Internacional.

Voy a terminar señalando fundamentalmente 
que, en la dinámica internacional también el 
sistema interamericano, particularmente la Corte 
Interamericana; voy a citar tres referencias: el caso 
Palmeras, el caso La Rochela, el caso conocido 
como Los 12 Comerciantes, fueron icónicos 
fundamentalmente para establecer que este tipo de 
crímenes escapan a la competencia de la Jurisdicción 
Penal Militar.

Entonces, acá aparecen en debates varios 
aspectos. El tema de la competencia de la 
Jurisdicción Militar, el tema de la competencia de 
la Jurisdicción Especial para la Paz, sí para conocer 
de estos delitos, la seguridad de los comparecientes, 
los derechos de las víctimas y por supuesto, que no 
se sustituya la Constitución.

Yo respetuosamente creo, que cuando se 
identifican estos pilares que he señalado, que 
tiene que ver con las garantías de los derechos de 
las víctimas, la seguridad jurídica, la obligación 
de Colombia de investigar, juzgar y sancionar 
con un tribunal autónomo e independiente, una 
iniciativa de esta naturaleza podría considerar 
desde desde nuestra postura que hay un juicio de 
sustitución, particularmente a la Constitución y 
generaría un riesgo innecesario a los miembros de 
la Fuerza Pública que están sometidos y que están 
compareciendo de manera muy comprometida ante 
la Jurisdicción Especial para la Paz.

El universo de comparecientes que tiene la 
Jurisdicción Especial para la Paz de miembros de la 
Fuerza Pública están cumpliendo, están respondiendo 
y se está resolviendo su situación jurídica, no solo 
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con sentencias que ya iniciaron su ejecución, sino 
también con renuncias a la persecución penal.

Termino señalando distinguidos Senadores 
que, en nuestro entender, en nuestra visión, los 
principios de de juez natural, los principios de 
seguridad jurídica, el tema de la competencia 
estaría en riesgo con una iniciativa que ningún 
favor ni ninguna le haría a los miembros de la 
Fuerza Pública, porque al contrario comprometería 
su seguridad jurídica. Afectaría de manera 
importante los derechos de las víctimas, afectaría 
la verdad. Y debe garantizar Colombia; para 
evitar principios de complementariedad positiva, 
garantizar que estos tipos de crímenes se sigan 
surtiendo en el escenario de un tribunal autónomo 
e independiente. Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al doctor Fernando Antonio Burgos Tamara, 
Procurador Delegado:

Muy buenas tardes. Muchas gracias. Presento un 
atento saludo de parte del señor Procurador General 
de la Nación, doctor Gregorio Eljach Pacheco. Como 
ya viene expresado, mi nombre es Fernando Burgos 
Tamara. Soy el Procurador delegado con funciones 
de coordinación de intervención ante la Jurisdicción 
Especial para la Paz.

Saludo especialmente al señor Senador Rafael 
Nieto Loaiza, quien preside esta audiencia; a la 
Senadora Isabel Cristina Zuleta, quien promovió esta 
audiencia; señor Magistrado Camilo Suárez Aldana; 
señor Secretario Ejecutivo de la Jurisdicción Especial 
para la Paz, doctor Suárez; señores académicos, 
expertos, víctimas, representantes judiciales, sus 
asociaciones, comparecientes, abogados y demás 
personas que con interés jurídico, institucional o 
social siguen esta audiencia pública.

Nuestro acompañamiento, nuestro seguimiento 
lo realizamos bajo unos parámetros de observación 
presencial y permanente dentro del trámite legislativo 
que aquí nos ha convocado en el escenario de la 
Audiencia Pública.

En atención a que se trata de un Proyecto de 
Acto Legislativo que apenas inicia su tránsito por el 
Congreso y dentro de cuyos debates y discusiones se 
plantearán seguramente contenidos constitucionales, 
de derecho internacional humanitario, de derecho 
comparado, de bloque de constitucionalidad y se 
procurarán teorías y tesis creadoras de derecho que 
podrían, de ser exitoso, construir un texto normativo 
superior, como también tiene la posibilidad de no 
prosperar. Pero bajo el primer punto hipotético, 
ello podría entonces en consecuencia generar el 
respectivo control de constitucionalidad, dentro 
de cuyo trámite el señor Procurador General de la 
Nación deberá emitir el concepto del Ministerio 
Público que corresponda.

Y en ese orden de cosas, nuestra postura es 
de seguimiento, de acompañamiento prudente 
y respetuoso para evitar en un futuro posibles 
conflictos jurídicos. Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 
ciudadana Jacqueline Castillo, Representante de 
Mafapo:

Buenas tardes. Muchas gracias, Senadora Isabel 
Cristina Zuleta, por este espacio tan importante en 
este momento tan crítico que estamos viviendo. Yo 
lo que quiero expresar es que siento que esto es una 
revictimización más para nosotras...

…Gracias, perdón. Soy Jacqueline Castillo, 
hermana de Jaime Castillo Peña, quien fue 
desaparecido el 10 de agosto del año 2008 y apareció 
muerto el 12 de agosto del mismo año 2008 en 
Ocaña, Norte de Santander, como guerrillero dado de 
baja en combate junto con los jóvenes de Soacha. Soy 
la representante legal del colectivo de Mafapo, Las 
Madres de los Falsos Positivos de Soacha y Bogotá.

Les decía hace un momento que para nosotras 
sentimos que esto es una revictimización más, esto 
que se propone, hacer este cambio de cierre ante la 
JEP, donde en esta justicia ordinaria fuimos varias 
veces re victimizadas, burladas en las audiencias, 
siempre se aplazaban las audiencias, nunca 
lográbamos tener avances.

En esta Jurisdicción Especial para la Paz siento 
que hubo grandes avances de llegar a conocer algo 
de la verdad, algo de justicia y no creería competente 
que en realidad volviéramos al cierre con la Justicia 
Penal Militar. Y me perdonan lo que tengo que 
decir, pero para nosotras en este largo trabajo que 
hemos hecho, que me tomé todo el tiempo que tuve 
que tomarlo; no fue fácil la primera vez cuando leí 
el proceso de mi hermano, pero la Justicia Penal 
Militar son cómplices.

Así que no creo que sea conveniente que sean ellos 
quienes hagan el cierre a estas sanciones que vayan 
a imponer a los comparecientes desde JEP. Cuándo 
¿Qué garantías vamos a tener? Donde sé plenamente 
y lo puedo hablar con toda seguridad que, la Justicia 
Penal Militar eran quienes legalizaban los combates, 
ellos firmaban. Yo leí las entrevistas de varios de los 
comparecientes que ellos tenían que hacer ante un 
juez penal militar y cualquier persona se hubiera 
dado cuenta que habían muchas inconsistencias.

Así que, ¿cómo es que un juez penal militar no se 
iba a dar cuenta de que algo raro estaba pasando? Eso 
los hace cómplices o los hace brutos y me perdonan 
que tenga que expresarlo así. Pero para nosotras sí es 
una gran revictimización que se tome esa decisión, 
que se haya planteado hacer recorte al presupuesto de 
la JEP cuando hemos tenido grandes logros.

En otras ocasiones tenía de frente a algún militar, 
algún compareciente, como hoy tengo aquí de frente 
a Luis Fernando y quería asesinarlo Luis Fernando. 
Hoy no lo veo con esos ojos de rabia ni de rencor, lo 
veo con esos ojos de querer avanzar por este país, de 
trabajar por la paz que necesita nuestro país, y es estar 
juntos en un mismo escenario pero que encontremos 
justicia, verdad y garantías de no repetición.

Así que yo sí le hago un gran llamado a 
quienes en verdad están tomando estas decisiones, 
que se pongan la mano en el corazón y que este 
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país necesita verdad, justicia y garantías de no 
repetición. Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
ciudadano Luis Fernando Borja Aristizábal, 
Teniente Coronel Retirado del Ejército Nacional:

Gracias, honorable Senadora. Un saludo especial 
a todos los aquí presentes, al señor Magistrado. Mi 
nombre es Luis Fernando Borja Aristizábal. Soy 
Teniente Coronel retirado del Ejército Nacional. Fui 
condenado a 60 años de cárcel.

Quiero comenzar diciendo que no vengo a hablar 
de la Jurisdicción Especial para la Paz desde la teoría, 
vengo a hablar desde mi experiencia. Conozco lo 
que significa enfrentar un proceso penal dentro de 
este sistema, pero también en varios años vinculado 
a la justicia transicional; esa experiencia me permite 
hablar de una perspectiva que considero importante 
para la discusión.

He tenido que enfrentar preguntas muy difíciles, 
reconocer responsabilidades, escuchar a las víctimas 
y quiero decirlo con absoluta claridad, la JEP no me 
pidió que me negara a aceptar mi responsabilidad, 
al contrario, me exigió enfrentarla. Me ha exigido 
reconocer los hechos, explicar lo ocurrido y mirar de 
frente a las víctimas y decirles: “Yo fui quien ordenó 
asesinar a su hijo”. Eso es trabajo de la Jurisdicción 
Especial para la Paz.

Por eso puedo afirmar que la verdad no es un 
elemento secundario, la verdad hace parte de la 
reparación. El reconocimiento de responsabilidad 
también puede hacer parte de la reparación, de la 
participación de las víctimas; también es justicia y 
las garantías de no repetición.

Mi preocupación no es solamente quién revisa 
estas sentencias. La propuesta que hoy se discute 
plantea que las sentencias sancionatorias de la JEP 
contra integrantes de la Fuerza Pública tengan una 
revisión automática del Tribunal Superior Militar 
y Policial y creo que debemos ser muy cuidadosos 
porque no estamos hablando de crear un recurso 
adicional, sino de introducir otra autoridad judicial 
en un modelo especial de justicia transicional.

La JEP ha adelantado investigaciones sobre 
hechos atribuidos a distintas unidades y ha llevado 
a comparecientes a procesos de reconocimiento. 
Esto es fundamental porque durante demasiado 
tiempo surgió una explicación que no puede resultar 
suficiente, “Fueron manzanas podridas”. ¿De 
verdad podemos explicar estos hechos diciendo 
simplemente a la sociedad colombiana que fueron 
manzanas podridas?

Las víctimas necesitan la verdad completa. Una 
madre que perdió a su hijo no necesita únicamente 
saber quién disparó; necesita conocer la verdad 
de quién lo llevó, quiénes sabían de estos hechos, 
altos mandos y no hicieron nada para impedirlo. 
Esta justicia debe llegar hasta el último escalón, no 
solamente hacia abajo, sino hacia arriba también.

Pero antes de finalizar quiero compartir una 
preocupación adicional como ex miembro de la 

Fuerza Pública y como Teniente Coronel retirado 
del Ejército. Me preocupa fundamentalmente que 
un cambio ponga en riesgo nuestra permanencia en 
el sistema. Por esa razón, de manera voluntaria he 
acudido con mi abogada al Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos en busca de medidas de 
protección nuestra, porque la permanencia en esta 
Jurisdicción no es para evadir responsabilidades. 
Quienes hemos decidido comparecer lo hacemos para 
garantizar que podamos continuar aportando verdad y 
asumir las responsabilidades con seguridad jurídica. 
Las víctimas merecen toda la verdad y Colombia 
merece conocerla. Muchas gracias, Senadora.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al ciudadano Felipe Andrés Ramírez Gómez, 
integrante de Gestores de Restauración:

Bueno, para todos los presentes y los no presentes, 
buenas tardes. Quiero saludar inicialmente a las 
víctimas de este conflicto armado. Mi nombre es 
Felipe Andrés Ramírez Gómez, soy compareciente 
de Fuerza Pública. Hago parte de un grupo que 
hemos denominado ‘Gestores de Restauración’. 
Honorables Senadores, Magistrados, me parte el 
alma como colombiano, sinceramente, saber que 
estamos en un país donde la violencia está legitimada, 
donde la violencia no requiere debates, la violencia 
tiene justificaciones. El asesinar a una persona está 
justificado en este país por X o por Y razón, por 
conocimiento, por su credo, por su religión. Y la paz 
es la que requiere debates y las acciones de paz son 
las que requieren escenarios políticos y escenarios 
largos de tristeza y de dolor y eso no es justo.

He reconocido ante Colombia mis acciones 
reprochables que me tienen en ese escenario de 
forma vergonzosa ante ustedes, pero que sin una 
Jurisdicción Especial como la que hemos venido 
asumiendo no sería posible entender el daño, 
entender cómo fue que nosotros le fallamos a 
Colombia y entender cómo nosotros vamos a 
asumir la postura para reparar a las víctimas de 
este conflicto armado; no solamente desde nosotros 
como comparecientes de Fuerza Pública, sino 
también aquellos otrora grupos armados ilegales 
hoy firmantes del acuerdo se han comprometido 
con este país a restablecer los derechos que se han 
perdido durante el conflicto armado.

Yo no soy abogado, pero tampoco soy General, 
y aquí no hay ninguno. Acá habemos personas que 
desde nuestra postura, sin indistinto de nuestros 
rangos y aunque parezca difícil, hemos asumido 
la postura de verdad ante ustedes. Y alargar el 
proceso por medio de una revisión solamente 
es revictimizar a las personas que esperan una 
respuesta y que esperan de parte nuestra que les 
entreguemos esos aportes que ustedes merecen y 
que Colombia merece.

¿Quién realmente se beneficiaría con esto? 
Solamente aquellos; y me permito decirlo, que no se 
han dignado a reconocer su responsabilidad, porque 
es muy bueno ser comandante en jefe de las Fuerzas 
Armadas cuando hay resultados positivos, pero ¿y 
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cuando son los negativos, dónde están? No podemos 
seguir así. No podemos seguir debatiendo sobre la 
paz, debemos seguir actuando hacia ella. Gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
a la ciudadana Martha Elena Huertas Moya, 
Líder Campesina de la Federación Nacional de 
Cooperativas Agropecuarias Fenacoa y Movice:

Buenas tardes, honorables Senadores, víctimas 
y demás asistentes a esta importante audiencia. 
Soy integrante del Movice, Martha Elena Huertas 
Moya, y líder campesina de la Federación Nacional 
de Cooperativas Agropecuarias, Fenacoa. Como 
campesina y como líder víctima de una organización 
que hoy es reconocida como víctima de 89 hechos 
victimizantes, queremos exponer nuestra gran 
preocupación para que en este país no se vaya 
a constituir la impunidad como una posibilidad 
ante los avances que tuvo el sistema de de justicia 
transicional, la JEP y lo que significó y seguirá 
significando para las víctimas del conflicto social y 
armado en Colombia. Es una ventana que se abrió y 
no se puede cerrar.

Por eso, con mucha preocupación queremos 
hablarle al país y a ustedes, señores y señoras 
Senadoras, porque representan la posibilidad cierta, 
no solamente de que avance este país en conocimiento 
de la verdad, sino también en conocimiento de la 
justicia. Regresarnos a los tribunales de la Justicia 
Penal Militar es cerrarle las puertas a la verdad, 
cerrarle las puertas a la justicia y cerrarle las puertas 
a las víctimas de la criminalidad estatal de conocer y 
de ir más allá en el sentido de reparación.

Aún tenemos inciertas nuestras posibilidades 
reales de reparación, de retorno a las tierras, de 
recuperación de las tierras despojadas y de avanzar 
en la reforma agraria. Tenemos incierto todo ello, 
pero más nos abruma pensar en que se cierran 
las puertas y las posibilidades con el sistema de 
justicia transicional. Les dejamos esa preocupación. 
Queremos rogarle a este país que no cierre esas 
posibilidades y clamamos para que se fortalezca 
el sistema de justicia, prevalezca la Constitución 
Nacional y los derechos de las víctimas sean 
garantizados plenamente. Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al ciudadano José Antonio Movilla Vergara, 
integrante del Movimiento Nacional de Víctimas 
de Crímenes de Estado (Movice):

Buenas tardes. Mi nombre es José Antonio 
Movilla Vergara. Soy integrante del Movimiento 
Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado, 
Movice. Comparezco ante este Congreso en nombre 
de quienes hemos sido víctimas de ejecuciones 
extrajudiciales, desapariciones forzadas, masacres, 
desplazamientos, persecución política y otras 
graves violaciones de derechos humanos cometidas 
en el marco del conflicto armado. Y desde esa 
historia queremos ser absolutamente claros, nos 
oponemos a este proyecto y rechazamos que el 
Tribunal Superior Militar y Policial pueda revisar 
las decisiones de la JEP.

Las víctimas conocemos lo que significa la 
impunidad. Durante décadas vimos cómo graves 
crímenes cometidos por agentes estatales eran 
presentados como hechos aislados, como excesos 
individuales o como responsabilidad de unas 
cuantas manzanas podridas. Pero las víctimas hemos 
documentado otra realidad, hemos documentado 
patrones, cadenas de mando, incentivos, 
encubrimientos y relaciones entre integrantes de 
Fuerza Pública y estructuras paramilitares. Por eso 
no aceptamos la tesis de las manzanas podridas.

Cuando los mismos crímenes se repiten, cuando 
existen patrones, cuando hay órdenes, beneficios, 
encubrimientos y estructuras que los hacen posibles, 
la pregunta no puede ser solamente ¿quién ejecutó? 
la pregunta es: ¿quién ordenó?, ¿quién permitió?, 
¿quién facilitó?, ¿quién encubrió? y ¿quién se 
benefició? Eso es precisamente lo que debe 
investigar la justicia transicional.

Por esto resulta profundamente preocupante que 
hoy se pretenda crear una instancia especial para 
revisar las decisiones de la JEP cuando se trata de 
integrantes de la Fuerza Pública. El debido proceso 
debe garantizarse para todas las personas, pero 
una garantía no puede convertirse en un privilegio 
institucional. Preguntamos entonces ¿por qué la 
Fuerza Pública tendría una instancia extraordinaria 
de revisión que no tienen los demás comparecientes 
ante la JEP?

Las víctimas no luchamos durante décadas para 
que nuevamente se fragmenten los procesos, se 
diluyan las responsabilidades y se abran caminos 
hacia la impunidad. No queremos una justicia que 
vuelva a mirar solamente la mano de quien ejecutó el 
crimen mientras deja en la sombra a quienes dieron 
las órdenes, permitieron los hechos o garantizaron 
su encubrimiento.

La JEP fue creada; entre otras cosas, para 
romper con esa lógica, para investigar los hechos 
de manera integral, establecer patrones y determinar 
responsabilidades. Debilitar su autonomía es 
también debilitar las garantías de las víctimas. 
Y hay algo que este Congreso no puede olvidar, 
las víctimas tenemos derecho al debido proceso, 
tenemos derecho a una justicia independiente, 
tenemos derecho a que la verdad no sea fragmentada, 
a que los responsables no puedan esconderse detrás 
de estructuras institucionales.

Por eso, desde el Movice solicitamos que este 
proyecto no avance. No queremos privilegios para 
quienes comparecen ante la justicia, queremos 
igualdad ante la justicia. No queremos volver a las 
manzanas podridas, queremos que se investigue el 
árbol completo, los patrones, las estructuras, las 
cadenas de mando y todas las responsabilidades. 
Porque la paz no puede construirse debilitando 
la justicia, la reconciliación no puede construirse 
sobre la impunidad. Las víctimas no vamos a 
renunciar a nuestro derecho a conocer toda la 
verdad. No aceptamos ni un derecho menos. 
Muchas gracias.
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La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al ciudadano Jeison Orlando Pava Reyes, 
integrante del Colectivo Socio-Jurídico Orlando 
Fals Borda:

Honorables Congresistas, reciban un cordial 
saludo. Quiero comenzar con una pregunta ¿qué 
seguridad jurídica se construye cuando una sentencia 
de la justicia transicional puede ser suspendida y 
revocada por la Jurisdicción Militar exclusivamente 
porque el sancionado pertenece a la Fuerza Pública? 
Ese es el debate que plantea este proyecto. Su 
alcance debe medirse por las facultades que entrega 
y por sus consecuencias para las víctimas. Y para eso 
creo que existe por parte de nuestra organización y 
en general por las víctimas cinco objeciones claras 
a este proyecto.

La primera, el proyecto altera quién tiene 
la última palabra en la justicia transicional. La 
ponencia sostiene que la Jurisdicción Especial para 
la Paz conserva la investigación, el juzgamiento y 
la imposición de sanciones; sin embargo, el artículo 
primero de este proyecto permite que el Tribunal 
Superior Militar y Policial confirme, modifique o 
revoque sus sentencias. Además, el artículo tercero 
introduce una excepción expresa al carácter del 
Tribunal para la Paz como un órgano de cierre.

La consecuencia es clara. Frente a miembros de 
la Fuerza Pública, la decisión final quedaría en otro 
tribunal. Conservar la facultad de dictar una sentencia 
cuya eficacia depende de una Jurisdicción distinta 
supone una reducción sustancial a la autonomía de 
la Jurisdicción Especial para la Paz y este proyecto 
justifica ese desplazamiento llamándolo salvaguarda 
y eso resulta totalmente insuficiente como un 
argumento para mantener este proyecto.

La segunda, el tratamiento diferenciado no 
justifica cualquier diferencia. Los integrantes de la 
Fuerza Pública tienen derecho al debido proceso, a la 
defensa, a las decisiones fundadas en el contexto de 
sus actuaciones; esas garantías son indispensables. 
Pero este proyecto no demuestra por qué requieren 
una revisión automática externa, incluso después 
de una sentencia de segunda instancia. El resultado 
es un sistema en el que la firmeza de la decisión 
depende de la condición del responsable, para unos 
decide definitivamente la justicia transicional, para 
otros interviene además la Jurisdicción Militar.

Esa diferencia exige una justificación 
constitucional rigurosa. La experiencia operacional 
puede aportarse mediante conocimiento experto 
o valoración probatoria por sí sola; no demuestra 
la necesidad de trasladar la última palabra a una 
Jurisdicción Militar.

La tercera objeción frente a este proyecto es frente 
a la suspensión automática, que tiene consecuencias 
concretas para las víctimas. El proyecto suspende 
la sentencia sancionatoria mientras se decide la 
revisión, pero no establece un plazo máximo para 
resolverla. Esto abre el riesgo a aplazar la ejecución 
de sanciones y de sus componentes restaurativos.

Después de años de participación, las víctimas 
tendrían que enfrentar otra etapa antes de obtener 
una respuesta definitiva. Este proyecto afirma que 
sus derechos permanecerían intactos; sin embargo, 
el articulado no define cómo participarían en esa 
revisión, cómo controvertirían las solicitudes ni qué 
garantías tendrían las víctimas.

Una cuarta es el derecho internacional 
humanitario no puede utilizarse como una fórmula de 
exoneración. El derecho internacional humanitario 
protege a la población civil y limita los métodos de 
guerra; su aplicación rigurosa exige distinguir entre 
una actuación legítima y un crimen.

Y una quinta debe ser que el poder de esta 
reforma tiene sus límites. La Ponencia invoca 
la Sentencia C-030 de 2017 para recordar que no 
existen cláusulas constitucionales intangibles, pero 
esa misma sentencia desarrolla el deber estatal de 
cumplir de buena fe el acuerdo final de paz y preservar 
la coherencia e integridad de su implementación.

Estas son las razones por las cuales creemos que 
este proyecto no debe llegar a la vida jurídica, su 
señoría, porque hay una afectación sustancial frente 
a lo que significa este proyecto para las víctimas. 
Muchísimas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al ciudadano Daniel Fernando Eslava Ríos, 
Abogado Docente Universitario:

Buenas tardes. Un saludo a usted, respetada 
Senadora, a la institucionalidad presente el día de 
hoy, a las organizaciones de derechos humanos, a 
las víctimas que han decidido mantener su dignidad 
ante todos los tribunales ordinarios y transicional, 
así como aquellos que han decidido comparecer ante 
la justicia y asumir su responsabilidad frente a las 
víctimas. Mi nombre es Daniel Eslava.

El Proyecto de Acto Legislativo número 04 de 
2026 y el informe de ponencia rendido para primer 
debate pretenden consagrar una revisión automática 
con efecto suspensivo confiada al Tribunal Superior 
Militar y Policial sobre las sentencias sancionatorias 
del Tribunal para la Paz de la Jurisdicción Especial 
para la Paz.

Bajo el ropaje retórico de garantizar la seguridad 
jurídica y desarrollar el tratamiento penal simétrico 
y equilibrado de los agentes estatales, esta iniciativa 
encubre una flagrante sustitución de la Constitución 
Política y un fraude abierto a los estándares 
del derecho penal internacional. Tres razones 
dogmáticas demuestran su inviabilidad absoluta.

Primero, la falacia de las cláusulas pétreas y 
el desbordamiento competencial del Congreso. 
La Ponencia intenta blindar la reforma alegando 
que la Carta del 91 no consagra cláusulas pétreas o 
inmodificables y que por ende, el poder de reforma 
carece de límites materiales. Esta tesis confunde la 
ausencia de cláusulas de intangibilidad textual con una 
supuesta omnipotencia del constituyente derivado.

Desde la Sentencia C-551 de 2003 y de forma 
pacífica en providencias como la C-579 de 2013 
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y C-674 de 2017, la Corte Constitucional ha 
determinado que el Congreso es un poder constituido 
y derivado; su competencia se restringe a reformar 
la Carta, nunca sustituir sus ejes definitorios. La 
doctrina del juicio de sustitución opera precisamente 
porque no hay cláusulas pétreas expresas; su fin 
es evitar que mediante mayorías parlamentarias 
contingentes se desmonte la identidad del Estado 
social y democrático de derecho.

La reforma que hoy se somete a discusión 
no es un simple ajuste procesal transicional, es 
una mutación orgánica que destruye el modelo 
constitucional de justicia afincado en un pilar o eje 
definitorio consistente en la garantía de los derechos 
de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación 
y la no repetición, como lo señaló la C-579 de 2013.

El proyecto incurre igualmente en un 
contrasentido judicial inédito al subordinar al 
Tribunal para la Paz, órgano de cierre transicional 
de rango superior y constitucional, a un tribunal 
castrense dependiente del poder ejecutivo. 
Equiparar esta revisión con el control de tutela es 
insostenible. La tutela es un recurso constitucional 
universal, mientras que la figura aquí diseñada es 
un privilegio corporativo y estamental.

Asimismo, esta propuesta desconoce frontalmente 
la jurisprudencia, en especial la Sentencia C-084 de 
2016. En dicho fallo, la Corte reiteró que las graves 
violaciones a los derechos humanos y los crímenes 
de lesa humanidad rompen de forma ontológica 
cualquier nexo funcional con el servicio militar. El 
fuero penal militar es una excepción restrictiva de la 
competencia de los jueces ordinarios, no un tribunal 
de alzada para reexaminar crímenes atroces bajo 
criterios de conveniencia institucional.

El aspecto de mayor gravedad a la luz del 
derecho penal internacional radica en exigir que 
el tribunal castrense resuelva con base en reglas 
operacionales vigentes al momento del hecho. Con 
ello se pretende consagrar la necesidad militar y el 
derecho operacional como una causa retroactiva de 
justificación penal o eximente de responsabilidad, 
conocido en el derecho penal internacional como 
una defensa.

En el Estatuto de Roma, artículo 31, la 
conveniencia militar no es un eximente general; las 
órdenes superiores o las reglas de enfrentamiento 
jamás legitiman crímenes atroces. Convertir 
manuales operacionales en un escudo de tipicidad 
para anular sanciones de la JEP destruye el régimen 
de estricta condicionalidad avalado en la C-674 de 
2017 y reduce a cero los derechos fundamentales.

Por último, lejos de brindar garantías de seguridad 
jurídica a los uniformados y a las víctimas, esta 
reforma reactivaría la competencia de la Fiscalía de 
la Corte Penal Internacional, según las condiciones 
puestas en el examen preliminar que culminó en 
octubre de 2021. Si esta reforma se aprueba, se podría 
entender que es una de las causales que señala que 
no hay voluntad o posibilidad fáctica de procesar los 
graves crímenes de competencia de la Corte y por lo 

tanto, podría una Sala de Cuestiones Preliminares, 
en una admisión del caso, determinar que es 
admisible un caso contra Colombia en donde no 
existiría inclusive una exención de responsabilidad 
por función o por actos de Estado.

Es decir, que inclusive en el examen preliminar 
y en la posterior admisibilidad que se podría dar, 
no existiría una exención de responsabilidad por 
ser jefe o mandatario de Estado y por lo tanto esa 
responsabilidad, si se llega a determinar por la 
Fiscalía de la Corte Penal Internacional, sería uno 
de los aspectos a dilucidar. Gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a 
la ciudadana Luz Marina Hache Contreras, 
integrante del Movimiento Nacional de Víctimas 
de Crímenes de Estado (Movice):

Buenas tardes. Muchas gracias por esta 
oportunidad de expresar. Mi nombre es Luz Marina 
Hache Contreras, vocera nacional del movimiento 
para el crimen de desaparición forzada, víctima de 
desaparición forzada hace 39 años, 10 meses, 15 
días, de mi compañero Eduardo Loffsner aquí en la 
ciudad de Bogotá.

El respaldo que las víctimas le damos hoy en 
día a la JEP no es un cheque en blanco, porque 
no compartimos la decisión que ha tenido la JEP 
de renunciar a la persecución penal de los autores 
materiales de los delitos y que son integrantes de 
las Fuerzas Armadas. Creemos que allí la JEP se 
equivocó dejando en la impunidad muchos de los 
delitos, porque las víctimas no hemos luchado 
durante décadas para que se juzgue únicamente 
a quien ejecutó un crimen, mientras permanecen 
sin esclarecer las responsabilidades de quienes 
ordenaron, permitieron, facilitaron o encubrieron 
estos hechos.

Nos encontramos con una gran preocupación 
y es que la Justicia Penal Militar ha cumplido un 
papel de impunidad en los delitos que tienen que 
ver con los crímenes de Estado. No nos oponemos 
a las garantías judiciales de los integrantes de la 
Fuerza Pública; nos oponemos a que esas garantías 
se conviertan en un mecanismo excepcional que 
les otorgue una instancia adicional frente a las 
decisiones de la justicia transicional.

Defendemos la autonomía de la JEP porque 
defendemos los derechos de las víctimas. 
Defendemos que se esclarezcan no solamente 
los hechos, sino también las estructuras y 
responsabilidades que hicieron posibles los 
crímenes de Estado. Defendemos que se investiguen 
los vínculos entre agentes estatales y estructuras 
paramilitares. Defendemos que se establezcan las 
responsabilidades de quienes ordenaron, permitieron, 
facilitaron o encubrieron estos crímenes.

Y desafortunadamente ese proyecto de ley no 
busca ninguna de estas cosas, sino busca dejar 
en la impunidad los delitos que la Fuerza Pública 
ha cometido. Pretendemos que las decisiones de 
la justicia transicional contribuyan realmente a 
garantizar verdad, justicia, reparación y garantías 
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de no repetición. La paz no puede construirse 
debilitando los mecanismos creados para enfrentar 
la impunidad.

Las víctimas de crímenes no vamos a renunciar 
a nuestro derecho a conocer toda la verdad, a que 
se establezcan todas las responsabilidades y a que 
nunca más el Estado vuelva a ser utilizado para 
perseguir, desaparecer, asesinar o proteger a quienes 
cometen estos delitos. Muchas gracias a usted.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Sebastián Escobar Uribe, integrante del 
Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo:

Muchas gracias, Senadora Isabel Cristina Zuleta 
López, por la invitación a esta audiencia. Mi nombre 
es Sebastián Escobar Uribe y hablo en nombre del 
Colectivo de Abogados y Abogadas José Alvear 
Restrepo, una organización que desde hace más 
de cuatro décadas acompaña a víctimas de graves 
violaciones a los derechos humanos.

El día de hoy venimos a sostener en el marco 
de esta audiencia pública que el Proyecto de Acto 
Legislativo que actualmente se tramita y se discute 
no solamente es inconstitucional porque sustituye 
la Constitución, sino que también es inconveniente 
y para eso presentamos las siguientes razones para 
que puedan ser tenidas en cuenta. Y desde ya pues 
señalamos que adicionalmente presentamos un 
concepto técnico por escrito con mayor desglose de 
estas argumentaciones.

En primer lugar, destacar que la ponencia dice 
que la reforma brinda seguridad jurídica a los 
integrantes de la Fuerza Pública. Yo creo que es 
importante tener en cuenta que esa pretendida 
seguridad jurídica en todo caso ya existe en las 
reglas y en el andamiaje constitucional y legal de la 
Jurisdicción Especial para la Paz. El condenado de la 
Fuerza Pública tiene derecho a una doble instancia; 
la Sección de Apelación es la encargada de unificar 
la interpretación y la aplicación del derecho en esta 
Jurisdicción y adicionalmente, si consideran que 
existen violaciones a garantías del debido proceso, 
también cuentan con el mecanismo constitucional 
de la acción de tutela.

Por el contrario, una revisión automática y externa 
pues tendría el efecto de alargar el proceso, de 
aplazar la sanción y dejar la firmeza de una decisión 
en manos de otra Jurisdicción, con el agravante 
de que toda esa incertidumbre y toda esa carga la 
asumen en este caso las víctimas de crímenes de 
Estado, quienes no pueden activar la revisión ni 
usarla en el evento en que se haya producido una 
absolución y que dada la garantía o la prohibición de 
la reformatio in peius solo pueden perder, con este 
mecanismo de revisión.

En segundo lugar, señalar que este proyecto 
mantiene en apariencia al Tribunal para la Paz 
como órgano de cierre, sin perjuicio de la revisión 
militar; y digo en apariencia porque es una fórmula 
abiertamente contradictoria, porque no puede ser 
máxima instancia aquella cuyas sentencias pueden 
ser revocadas por otro tribunal, y eso pues es una 

obviedad. Con esto habría dos órganos de cierre, 
la JEP para todos los demás comparecientes y la 
Jurisdicción Penal Militar para los integrantes de 
la Fuerza Pública, con el efecto también de que 
cambiaría el derecho y se aplicaría el derecho según 
quién sea el destinatario de la misma.

Un tercer elemento es que los tribunales militares 
no pueden conocer de graves violaciones ni graves 
infracciones al derecho internacional humanitario. 
Ya se ha mencionado aquí, el artículo 221 de la 
propia Constitución limita el fuero para investigar 
integrantes de la Fuerza Pública solo a aquellos 
delitos cometidos con ocasión del servicio activo 
y solo frente a aquellos que tienen una relación 
funcional con el mismo, tema que ya quedó saldado 
desde la Sentencia C-358 de 1997.

La ponencia trata de responder a este argumento 
con el sofisma de que la revisión no es una 
investigación ni es una instancia de juzgamiento en 
estricto sentido, solo es una revisión; pero yo creo que 
es importante destacar que la regla constitucional de 
prohibición del fuero aplica para todo conocimiento 
del caso por parte de la Jurisdicción Penal Militar y 
eso incluye decidir la responsabilidad y mucho más 
la sanción.

Con relación a la jerarquía judicial, un 
argumento adicional es que una sentencia la puede 
revisar el superior funcional de quien dictó esa 
decisión o de manera muy excepcional un juez 
de constitucionalidad. En este caso, el Tribunal 
Superior Militar y Policial no es ninguna de las 
dos cosas frente al Tribunal Especial para la Paz. 
Es además la segunda instancia de una Jurisdicción 
que es también excepcional; eso quiere decir que 
ni siquiera sus propias sentencias adquieren por sí 
solas la calidad de cosa juzgada, sino que podrían 
ir incluso en casación hasta la Corte Suprema de 
Justicia, de manera que pues es una comparación 
trivial y sin sentido.

Tampoco es cierto adicionalmente que la 
Jurisdicción desconozca las reglas operacionales de 
la Fuerza Pública. Yo quiero recalcar también que 
los artículos transitorios 22 y 24 la obligan a tener 
en cuenta aquellas reglas operacionales que fueran 
vigentes al momento de los hechos, siempre que no 
sean contrarias a la ley. Y un elemento, a mi modo 
de ver, fundamental es que, a mi juicio; y es un 
juicio también fundado en la experiencia, lo que se 
discute sobre las reglas operacionales en un proceso 
es sobre todo un asunto fáctico: es cuáles eran esas 
reglas que regían al momento de los hechos, qué se 
ordenó y qué se hizo efectivamente.

Y eso es materia de prueba en el proceso con 
documentos, con peritajes y con testimonios técnicos 
sometidos a la contradicción como lo permite la 
ley. Haciendo una suerte de comparación, es si un 
juez debe juzgar una impericia médica, entonces 
tendríamos que habilitar una instancia de revisión de 
las sentencias a un tribunal médico exclusivamente 
por la especialidad. De nuevo, el argumento cae por 
su propio peso.
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Ya para concluir, pues honorable Senadora, la 
solicitud de la Corporación Colectivo de Abogados 
y Abogadas es votar negativamente la ponencia y 
archivar el proyecto.

La Presidencia interviene para un punto de 
orden, Isabel Cristina Zuleta López:

Muchísimas gracias, doctor Sebastián. 
Agradecemos a todos los que nos han acompañado el 
día de hoy, que si tienen documentos técnicos, como 
lo dice el doctor Sebastián por parte del Colectivo 
de Abogados José Alvear Restrepo, también nos los 
hagan llegar a la Comisión Primera. No solamente 
sus presentaciones verbales, sino esos documentos 
son muy importantes para el análisis de la iniciativa.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a 
la doctora Valeria Castro Vargas, Abogada de la 
Corporación Jurídica Yira Castro:

Buenas tardes. Mi nombre es Valeria Castro 
Vargas, abogada de la Corporación Jurídica Yira 
Castro. Quiero extender, para empezar, un cordial 
saludo a los Congresistas presentes, a los Magistrados 
de la JEP, a los miembros y exmiembros de la Fuerza 
Pública, así como a los miembros de organizaciones 
sociales que hoy nos acompañan. Especialmente 
quiero saludar a las víctimas acreditadas por la JEP 
y agradecerles su presencia en esta audiencia.

Desde la Corporación Jurídica Yira Castro 
queremos expresar nuestra oposición al Proyecto de 
Acto Legislativo que se discute el día de hoy. Este 
proyecto no solo se constituye como una afrenta 
directa contra los derechos a la verdad, la justicia, 
la reparación y la no repetición de las víctimas, sino 
que también desafía pilares esenciales de nuestra 
Constitución. Además, debo decir, guarda en su 
exposición de motivos múltiples incongruencias 
que dan cuenta de la inconveniencia y la futilidad 
de esta reforma. Sin embargo, como el tiempo 
apremia, me gustaría centrarme solo en algunos 
puntos específicos.

Quisiera retomar muy brevemente las 
consideraciones que se hicieron acerca de la 
competencia de la Justicia Especial Militar y cómo 
esta se rompe definitivamente cuando se trata 
de graves violaciones a los derechos humanos, 
delitos de lesa humanidad o lesiones al derecho 
internacional humanitario, como en este caso 
son los hechos de ejecuciones extrajudiciales. 
Sin embargo, como ya dejaba ver la intervención 
anterior, la exposición de motivos propone una 
argumentación un tanto extraña para justificar por 
qué no se violaría esa competencia, señalando 
que la Justicia Penal Militar no asumiría la 
investigación y juzgamiento de los casos y por 
tanto, no contradeciría estas consideraciones sobre 
los límites de la competencia.

Sin embargo, estos argumentos carecen de 
sustento. Lo cierto es que, de prosperar el proyecto, 
se crearía una tercera instancia automática que le 
daría competencia a la justicia militar, más si se 
tiene en cuenta que, según el artículo, no es una mera 
revisión formal, sino que se trata de una revisión 

que tendría la posibilidad no solo de confirmar, sino 
también de modificar o revocar las decisiones de la 
JEP, lo que implica pues plenos efectos jurídicos.

En ese sentido, se trata de un mecanismo que 
primero desplaza a la JEP de las funciones que le 
han sido reconocidas constitucionalmente y que 
además afecta un pilar esencial de la Constitución 
que no ha sido mencionado, que es la independencia 
judicial y la separación de poderes.

Finalmente y el que en nuestra consideración es el 
más relevante de todos, esta reforma crea dilaciones 
injustificadas para las víctimas al imponer una 
revisión automática que realmente no aporta nada 
a los procesos, pues la JEP estudia los casos a la 
luz del derecho internacional humanitario. Entonces 
se trata de una nueva barrera, de nuevas esperas 
que alejan cada vez la posibilidad de una decisión 
definitiva que garantice justicia y reparación.

Luego quiero hacer unas breves consideraciones 
sobre la seguridad jurídica y el principio de 
legalidad. Esta reforma crea nuevas reglas de 
procedimiento sobre procesos judiciales que ya 
se encuentran en marcha, o sea, una contradicción 
absoluta con el principio del debido proceso. Altera 
una hoja de ruta que funciona como garantía para 
todas las partes, no solamente para los militares 
que están siendo juzgados, sino también para las 
víctimas que aceptaron participar y aceptaron ser 
acreditadas por la JEP bajo ciertas condiciones 
y bajo ciertas garantías que hoy pretenden ser 
desmanteladas.

Ya para terminar, me gustaría hablar de un 
apartado que menciona la exposición de motivos y 
es el hecho de que al parecer la JEP actualmente no 
tiene un trato diferenciado con los militares y este 
es un argumento que se aleja de la realidad. Bajo 
las críticas que ya se han hecho, la JEP ha decidido 
renunciar a la persecución penal de aquellos militares 
que no han sido considerados máximos responsables 
y además, hay que decirlo, establece unas penas 
de prisión mucho menores en comparación a lo 
que podría ordenarse con base en el Código Penal 
colombiano por los delitos de homicidio, de tortura 
o desaparición. Entonces este argumento se aleja 
completamente de la realidad. 

Por último, la exposición de motivos establece, 
a nuestra consideración, una falsa dicotomía entre 
la consecución de la reconciliación, por un lado y 
los derechos de las víctimas por el otro, como si 
la JEP no fuese capaz de lograr ambos objetivos 
simultáneamente. Las audiencias, la verdad calzada 
y los encuentros realizados por la JEP entre militares 
y víctimas muestran todo lo contrario.

Creemos que la Jurisdicción ha sido un puente 
para sellar perdones y reconciliaciones; ha sido 
un espacio donde el arrepentimiento y los nuevos 
comienzos son bienvenidos; ha sido un momento en 
el tiempo para dignificar la memoria de aquellos que 
ya no están y sobre todo, consideramos que ha sido 
un campo fértil para sembrar las ilusiones de una 
nueva Colombia. Muchas gracias.
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La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al ciudadano Alberto Acosta, líder de 
Asocampesinos:

El viernes pasado conmemoramos el décimo 
aniversario del Plebiscito, donde el pueblo 
colombiano mayoritariamente rechazó el acuerdo 
de La Habana. Sin embargo, esa decisión soberana 
del constituyente primario fue desconocida 
arbitrariamente por la clase política en complicidad 
con la clase económica y religiosa y el pueblo no 
se equivocó. El tiempo nos dio la razón, y la JEP y 
sus decisiones es el mayor ejemplo de los edificios 
jurídicos creados por ese maldito acuerdo.

Aceptar que nuestros militares sean llevados 
a un tribunal ilegítimo, inconstitucional y 
antidemocrático, creado a instancias de una tiranía 
comunista como la cubana, es aceptar la rendición 
del Estado y su culpabilidad per se, una rendición 
ante el crimen porque fue creado por las Farc como 
tribunal de venganza y pantomima de justicia. Toda 
decisión de dicho tribunal de venganza ha sido para 
limpiar los crímenes atroces de las FARC y lo hemos 
visto en las últimas sentencias donde se burlan, como 
Timochenco limpiando un potrero está pagando sus 
crímenes. Por el contrario, la Fuerza Pública sí lleva 
todo el peso del castigo.

Hoy ustedes, estimados representantes del 
pueblo colombiano, pueden corregir semejante 
adefesio y arbitrariedad. Aunque el proyecto que 
presenta el Senador Loaiza trata de corregir dichas 
sentencias contra los militares, no es suficiente. 
Lo que en derecho y obedeciendo al mandato 
ciudadano corresponde es abolirla y que cualquier 
proceso investigado pase directamente a la Justicia 
Penal Militar, restableciendo el fuero que eliminó 
Álvaro Uribe Vélez y que desde esa época no ha 
sido de nuevo respetado por ningún Presidente.

Les pregunto, honorables Senadores de la 
Comisión Primera ¿por qué los mandos militares, 
desde el soldado hasta el General, deben responder 
por órdenes del Ministro de Defensa o del Presidente? 
Su misión se suscribió constitucionalmente al orden 
y régimen político de turno, obedeciendo sus órdenes 
políticas. ¿Acaso no serían ellos, el Presidente y 
los Ministros de Defensa y altos funcionarios, los 
que impartieron esa orden para comparecer en este 
tribunal? Porque no son los que arriesgan la vida, 
la libertad y la familia para defender al pueblo 
colombiano los que deben estar sometidos a una 
justicia arbitraria.

Necesitamos un Estado al que le importe la 
justicia real, no una pantomima de justicia y para 
ello la JEP debe ser abolida, como propone el 
Senador Enrique o limitada si no se quiere llegar 
hasta allá, porque así lo determinó el pueblo 
colombiano que rechazó todo el andamiaje 
judicial del pacto de La Habana. Los militares 
deben ser juzgados por la Justicia Penal Militar 
como constitucionalmente les corresponde y los 
bandidos de las FARC por la justicia ordinaria. 
No le tengamos miedo al pueblo soberano como 

constituyente primario y acatemos su orden de 
hace 10 años.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al ciudadano Óscar Fernando Sierra Ospina, 
Vocero de las Madres de Falsos Positivos de 
Soacha y Bogotá:

Buenas tardes a todos y todas. Honorables 
Senadoras y Senadores, muchas gracias por abrirnos 
este espacio. Mi nombre es Óscar Fernando Sierra 
Ospina y hoy comparezco ante ustedes como asesor 
jurídico y vocero de las Madres de Falsos Positivos 
de Soacha y Bogotá.

Quiero plantear algunas reflexiones sobre el 
Proyecto del Acto Legislativo número 04 de 2026 y 
quiero hacerlo partiendo de una premisa que debería 
unirnos. La seguridad jurídica de los miembros de la 
Fuerza Pública es importante, pero también lo es la 
seguridad jurídica de las víctimas, la independencia 
de los jueces y la estabilidad en las instituciones que 
Colombia creó para cerrar judicialmente uno de los 
capítulos más dolorosos de su historia.

Por eso este debate no puede plantearse como 
una disyuntiva entre estar con la Fuerza Pública 
o estar contra ella. El verdadero debate es si para 
garantizar un tratamiento diferenciado que ya existe 
en la Constitución, debemos crear un mecanismo 
que permita a una Jurisdicción distinta suspender, 
modificar o revocar las sentencias del órgano de 
cierre de la Jurisdicción Especial para la Paz.

Antes de modificar la JEP, recordemos qué 
justicia decidimos construir. La justicia transicional 
colombiana no nació simplemente para castigar, 
nació para intentar algo muchísimo más complejo 
y es que, después de décadas de conflicto armado, 
este país pudiera conocer la verdad, reconocer 
a las víctimas, exigir responsabilidad a quienes 
cometieron los hechos y construir condiciones para 
que estos sucesos no volvieran a repetirse.

Esta justicia está para ir más allá de lo que el 
derecho penal tradicionalmente no logra, que quien 
cometió el hecho y quien sufrió sus consecuencias 
puedan encontrarse en escenarios judiciales y 
restaurativos; que la víctima pueda decir qué le 
hicieron, qué perdió y qué necesita saber y que el 
compareciente tenga que escuchar, aportar verdad, 
reconocer su responsabilidad y contribuir a la 
reparación del daño. Y eso ya ocurre.

La Jurisdicción Especial para la Paz ha 
desarrollado encuentros dialógicos entre víctimas y 
comparecientes, incluso para caracterizar los daños 
y definir el componente reparador de las sanciones, 
contando incluso con la presencia del Ministerio 
Público en todo momento.

El proyecto plantea problemas que no desaparecen 
llamándolo simplemente revisión. En ese sentido, 
quisiera referirme al corazón del proyecto. La 
propuesta dispone que las sentencias sancionatorias 
contra miembros de la Fuerza Pública sean revisadas 
automáticamente por el Tribunal Superior Militar 
y Policial. Esa revisión suspende la sentencia 
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y permite confirmarla, modificarla o revocarla. 
Además, autoriza otorgar una pena sustitutiva.

En ese sentido se presentan las siguientes 
conclusiones. Es cierto que en Colombia no existen 
cláusulas pétreas y que la Constitución puede ser 
reformada, pero eso no significa que el constituyente 
derivado pueda sustituir los pilares sobre los cuales 
edificó el Estado social de derecho. Una cosa 
es reformar la Constitución y otra es alterar sus 
elementos definitorios.

La Constitución de 1886 ya señalaba que las 
conductas punibles que se desarrollaran; para esa 
época se les conocía por el nombre de delitos, pero 
ya posteriormente con los cambios normativos se 
habla de la conducta punible, en actos de servicio y 
en relación a estos los tenía que conocer la Justicia 
Penal Militar. Las conductas punibles ordinarias y 
ya hoy por hoy de las que investiga la Jurisdicción, 
que son crímenes de lesa humanidad, crímenes de 
guerra, jamás podrán ser revisadas por la Justicia 
Penal Militar.

Por eso desde este momento he de ser enfático, el 
único camino que debe cursar este Acto Legislativo 
es el archivo. Ni siquiera la Constitución de 1886, 
que no tuvo una discusión como la Constitución 
de 1991, trasladó ese fuero militar y mandó que 
los delitos comunes los conoce la Jurisdicción 
Ordinaria, y posteriormente con la competencia 
prevalente la Jurisdicción Especial para la Paz.

El derecho evoluciona; el derecho no puede 
ir hacia el pasado y menos cuando se llevan 
pilares fundamentales como es el principio de la 
separación de poderes, cuando se lleva y está en 
juego la seguridad jurídica y la dignidad humana. 
La seguridad jurídica es propia también de la 
misma dignidad humana. La dignidad humana es de 
entenderse y consiste en que no se deben aumentar 
indefinidamente las oportunidades para discutir una 
decisión judicial.

También consiste en saber cuándo termina 
un proceso y eso lo necesita el compareciente 
naturalmente, pero también lo necesita la víctima. 
Esa persona que participó en las versiones 
voluntarias, que presentó observaciones, que asistió 
a las audiencias de reconocimiento, que intervino 
en el proceso restaurativo o incluso que llegase a 
enfrentar un proceso adversarial durante años, tiene 
derecho a preguntarse ¿cuántas veces debe ser 
validada una sentencia para que pueda considerarse 
definitiva por el asesinato de un familiar?

Para cerrar, el Congreso de la República no 
puede alterar la Constitución. La dignidad humana y 
el principio de separación de poderes son elementos 
definitorios de la Constitución. Muchas de las 
víctimas que han llegado a la Jurisdicción Especial 
para la Paz han esperado años, incluso décadas, para 
conocer qué ocurrió, quién fue el responsable y para 
obtener una decisión judicial, por lo que poner ahora 
esas decisiones en suspenso y someterlas a una 
nueva revisión significa introducir incertidumbre 
donde la justicia debería ofrecer certeza.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
ciudadano Luis Alfonso Castillo, vocero de la 
Corporación Jurídica Libertad:

Muy buenas tardes para todos y todas los 
presentes. Yo soy Luis Alfonso Castillo, abogado 
de la Corporación Jurídica Libertad de la ciudad de 
Medellín. Desde la Corporación Jurídica Libertad 
afirmamos que no estamos ante una reforma de 
la Constitución, sino que está en un proceso de 
sustituirse partes fundamentales de la Carta Política 
que desbordan las competencias del Congreso en un 
Acto Legislativo.

El primer elemento que queremos plantear ante 
ustedes es que el recurso que se propone desde el 
Proyecto de Acto Legislativo no está contemplado 
para ninguno de los aforados constitucionales. La 
Constitución no contempla un recurso de revisión 
automática de las sentencias condenatorias ni siquiera 
para el más alto dignatario de los mandatarios de los 
colombianos. De allí que sea evidente que se está 
iniciando un proceso de sustitución de la Constitución.

Adicionalmente, esta propuesta se inspira en 
la discusión que ya fue superada y que ya fue 
mencionada por el Magistrado Suárez sobre quién es 
el juez natural de la Fuerza Pública. Sobre eso hay que 
decir que el espíritu de quienes proponen el proyecto 
parte de una confusión ideológica más no jurídica, ya 
que asumen erróneamente que la totalidad de punibles 
que comete la Fuerza Pública deben ser competencia 
de los jueces penales militares.

La exposición de motivos incurre en un equívoco 
grave al consagrar que la Justicia Penal Militar es 
el juez absoluto de los uniformados. No hay que 
entenderlo así y ya se evidenció la diferencia que 
existe con los delitos que tienen relación y no tienen 
relación con el servicio. Al regresar la competencia 
a delitos que no tienen relación con el servicio, se 
sustituye el artículo 221 de la Constitución y la 
interpretación restrictiva que del mismo ha hecho la 
Corte Constitucional.

No hay que perder de vista que nuestra Constitución 
es una constitución garantista que somete el ejercicio 
del poder público, incluido el monopolio legítimo 
de la fuerza, a estrictos límites institucionales; limita 
al poder militar frente al poder civil y uno de estos 
ejemplos es la limitación del fuero a asuntos propios 
del servicio. Hacer esto es desnaturalizar la excepción 
para volverla regla general.

Otro punto que no ha sido mencionado y 
que quiero hacer un especial énfasis es que esta 
revisión que propone el proyecto habla de la estricta 
aplicación del DIH y las reglas operacionales, es 
decir, se le da prevalencia al DIH sobre el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. Esto es 
una consideración que remite a lo que fue el Acto 
Legislativo número 01 de 2015 que buscaba esto y 
la Corte Constitucional en la Sentencia C-084 de 
2016 recalcó que DIH y DIDH deben aplicarse de 
manera convergente y armónica, no prevalente.

Adicionalmente, un fuero como estos implica 
un nuevo fuero constitucional, personal e 
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indeterminado, ya que cualquier integrante de la 
Fuerza Pública, independiente del rango, contaría 
con un fuero no previsto ni por el constituyente ni 
por los acuerdos de paz.

Finalmente, queremos recalcar que es falaz que 
se busque generar confianza en la Fuerza Pública. 
La confianza en la Fuerza Pública ya la demuestran 
las dos intervenciones de los comparecientes, los 
más de 7.000 comparecientes a la JEP y que el 
89% de máximos responsables esté asumiendo 
su responsabilidad. Incluir estas modificaciones 
implica desviar y perder la confianza de la Fuerza 
Pública en la Jurisdicción Especial para la Paz. 
Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al ciudadano Alberto Yépez, coordinador 
del Observatorio de Derechos Humanos de 
la Coordinación Colombia -Europa-Estados 
Unidos:

Buenas tardes, soy Alberto Yépez, coordinador 
del Observatorio de Derechos Humanos de la 
Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos. 
Gracias, Senadora Isabel Cristina Zuleta y demás 
Senadores, por esta oportunidad.

Como plataforma de derechos humanos 
rechazamos las competencias a la Justicia Penal 
Militar para ocuparse de la revisión de las sanciones 
que eventualmente imponga a los militares la 
Justicia Penal Militar, debido a que se aniquilan 
todas las garantías para el debido proceso, que son 
derechos de las víctimas, de la sociedad y de los 
propios procesados, dada la falta de independencia 
e imparcialidad de la Justicia Penal Militar, que 
como se sabe no es una justicia independiente, sino 
un sistema de disciplina castrense que ni siquiera 
debería llamarse justicia.

La Corte Constitucional y distintas instancias 
internacionales de derechos humanos han 
establecido reiteradamente que la Justicia Penal 
Militar jamás debe conocer de graves violaciones a 
derechos humanos como ejecuciones extrajudiciales 
(falsos positivos) porque no ofrece esas garantías.

El proyecto, además, garantiza impunidad y 
afectación a los derechos de las víctimas. Pretende 
que las sanciones a los miembros de la Fuerza Pública 
deriven en resultados más indulgentes o que se 
revoquen completamente o se diluyan las sanciones, 
diluyendo la responsabilidad por crímenes graves. 
Eso alteraría, obviamente, el equilibrio del Sistema 
Integral para la Paz.

Además, plantea una contradicción absoluta 
con el acuerdo de paz y con la bilateralidad del 
acuerdo, que solo puede ser reformado por las 
partes, debilitando la autonomía de la JEP; modifica 
unilateralmente el diseño del acuerdo de paz y 
subordina las decisiones de la Jurisdicción Especial 
para la Paz a la Justicia Penal Militar, lo que se 
puede entender como un ataque a su independencia.

Por lo demás, el proyecto aniquila el equilibrio 
institucional, amenaza la independencia judicial 
y genera un mecanismo diferenciado solo a favor 

de un grupo privilegiado de comparecientes. 
Además, genera un mecanismo diferenciado de 
los comparecientes; debilita la confianza que la 
Corte Penal Internacional depositó en el Estado 
colombiano al llegar al acuerdo para cerrar el 
examen preliminar de los casos, incluidos los de 
ejecuciones extrajudiciales en Colombia, confiando 
en la justicia de la Jurisdicción Especial para la Paz 
como suficiente para llevar justicia en estos casos.

Especialmente, eso obligaría a abrir los casos 
contra los militares, generando inseguridad jurídica; 
la CPI no solamente podría, sino que estaría en la 
obligación de abrir los casos que involucren a los 
militares por casos de ejecuciones extrajudiciales, 
generando casos de inseguridad jurídica. Además, se 
crea un mecanismo selectivo para la Fuerza Pública, 
sin equivalente para otros actores, lo que se evidencia 
como un tratamiento absolutamente asimétrico.

La Justicia Penal Militar en Colombia, por lo 
demás, siempre está asociada a altos niveles de 
impunidad; su intervención es indebida en casos que 
no son de su competencia, presenta altas demoras 
y falta de independencia. Jamás hemos conocido 
altos mandos militares comprometidos en graves 
violaciones de derechos humanos pertenecientes a 
la cúpula militar que hayan sido sancionados por la 
Justicia Penal Militar. Su intervención, como dice 
un estudio de Amnistía Internacional, se convierte 
en un obstáculo estructural para avanzar en la lucha 
por la justicia en Colombia.

Las tasas de impunidad en Colombia por casos 
de crímenes graves de Estado llegan al 98.5%, como 
lo mencionó un estudio de las Naciones Unidas en 
2010 y en parte esto es debido al papel que la Justicia 
Penal Militar ha tenido como blindaje o mecanismo 
de encubrimiento. También la Justicia Penal Militar, 
en la medida en que forma parte de la estructura de 
las fuerzas militares y policiales, como mencioné, 
es un sistema de disciplina castrense, no un sistema 
de justicia y esto genera un conflicto de intereses 
intrínseco: los jueces y fiscales militares dependen 
jerárquicamente de la misma institución a la que 
pertenecen los posibles responsables de este tipo de 
crímenes graves.

Por último, hemos visto cómo distintos comités 
de Naciones Unidas, como el Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas y los relatores 
sobre ejecuciones extrajudiciales, han mostrado 
preocupación porque la Justicia Penal Militar en 
Colombia sigue asumiendo competencia en casos 
de ejecuciones extrajudiciales. Finalmente, vemos 
cómo en distintos organismos, como la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, la CIDH y el 
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 
coinciden en que someter graves violaciones 
de derechos humanos a la Justicia Penal Militar 
vulnera el derecho al juez natural, la independencia 
e imparcialidad judicial y favorece la impunidad.

La discusión sobre el juez natural hay que tomarla 
en relación con las víctimas ¿quién es el juez natural 
de las graves violaciones de derechos humanos y 
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crímenes internacionales? Solamente una justicia 
civil independiente y jamás la Justicia Penal Militar. 
Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
a la ciudadana Daniela Estefanía Rodríguez, 
integrante del Comité de Solidaridad con Presos 
Políticos:

Bueno, muy buenas tardes para todos y para 
todas. Un saludo a los honorables Congresistas, a las 
víctimas, a las organizaciones. Se presenta Daniela 
Rodríguez, integrante del Comité de Solidaridad con 
los Presos Políticos, organización que acompaña y 
representa a las víctimas de crímenes de Estado en 
diferentes instancias.

Desde nuestra organización solicitamos 
respetuosamente al Congreso de la República votar 
negativamente esta ponencia y en consecuencia 
el archivo del Proyecto de Acto Legislativo bajo 
estudio. Quisiera iniciar diciendo que, al tratarse de 
un Acto Legislativo, el Congreso debería responder 
dos preguntas: la primera es si esta reforma es 
necesaria, idónea y proporcional frente al acuerdo 
final, los derechos de las víctimas y las obligaciones 
internacionales del Estado; y segunda, si por sus 
efectos sustituye un eje de la Constitución.

Mi respuesta es que el proyecto no es necesario 
ni proporcionado y además, como ya se ha señalado, 
pone en riesgo un elemento definitorio de la 
Constitución Política. ¿Por qué debe archivarse? 
Mencionaré de manera breve seis elementos.

El primero de ellos es que propone como revisor 
a un órgano equivocado. El fuero penal militar no 
es un privilegio personal, sino una competencia 
funcional y excepcional, como ya se ha explicado. 
Y además, la Corte Constitucional en sus decisiones 
ya ha señalado que las graves violaciones a los 
derechos humanos no son actos del servicio. Estas 
decisiones elevan la carga de justificar una reforma 
que lo único que haría sería acercar nuevamente la 
Justicia Penal Militar a estos crímenes.

Podría decirse que el proyecto no le entrega el 
juzgamiento de estos hechos a este tribunal, sino 
la revisión de las sanciones; sin embargo, vale la 
pena preguntarse ¿si la gravedad de estas conductas 
rompe el vínculo con el servicio, por qué esa 
razón desaparecería al revisar sus consecuencias? 
Las organizaciones de derechos humanos hemos 
cuestionado durante décadas la posibilidad de que 
sea un tribunal castrense quien conozca de estos 
hechos, por ejemplo, las ejecuciones extrajudiciales, 
las torturas, las desapariciones forzadas, entre otros 
graves crímenes que hoy son de competencia de la 
Jurisdicción Especial para la Paz.

La segunda razón es porque la revisión es 
automática, suspensiva y de trato privilegiado. 
Contrario a lo que se ha señalado, la Fuerza Pública 
ya cuenta con un tratamiento diferenciado en el 
orden vigente, una ruta no sancionatoria, renuncia a 
la persecución penal, libertades anticipadas. A ello se 
suma la valoración de las reglas operacionales como 
un estándar propio de responsabilidad de mando, 

el cumplimiento de sanciones en establecimientos 
propios y la exclusión de la acción de repetición. 
Este proyecto, además, crearía una vía adicional 
que, como se ha dicho, no existe para ningún otro 
compareciente, rompiendo el principio de simetría.

La tercera razón es porque rompe la arquitectura 
y la autonomía de la Jurisdicción Especial para la 
Paz. Ya se ha dicho ampliamente que el Tribunal 
para la Paz es el órgano de cierre y se reafirma 
que las autoridades, incluyendo el legislador, 
deben actuar de buena fe en la implementación 
de lo pactado. Debemos tener en cuenta que la 
sanción no es un elemento aislado; por el contrario, 
constituye el resultado de una valoración integral 
de patrones, cadenas de mando y aportes de verdad, 
como ocurrió, por ejemplo, en la decisión que fue 
proferida por la Jurisdicción Especial para la Paz en 
contra de 12 integrantes de la Fuerza Pública en el 
Caribe colombiano, responsables de 121 casos de 
asesinatos y desapariciones ¿Si otro tribunal puede 
modificar esta decisión, no estaría reexaminando la 
decisión completa?

El cuarto elemento, y más importante tal vez, es 
que se aplazan los derechos de las víctimas. En la 
justicia transicional la sanción no es solo retribución 
y esto no puede perderse de vista. Hay sentencias 
de la Corte Constitucional que establecen como 
parámetro que la flexibilidad transicional tiene 
límites y esos límites son justamente los derechos 
de las víctimas. Además, hay tratados suscritos 
por Colombia que le obligan a investigar, juzgar 
y sancionar estas violaciones mediante órganos 
independientes e imparciales.

El quinto elemento ya fue tocado en las 
intervenciones anteriores y tiene que ver con el 
carácter que se le otorga a las reglas operacionales. 
Únicamente quisiera decir que estas ya son 
observadas por parte de la Jurisdicción Especial 
para la Paz en sus distintos procedimientos.

El sexto elemento tiene que ver con la sustitución 
de la Constitución, que ya ha sido abordado en 
este escenario. Quisiera señalar que la seguridad 
jurídica, en efecto, es una finalidad legítima, pero 
este proyecto, contrario a lo que señala, no la ofrece.

Quisiera hacer un llamado final a recordar que 
detrás de cada discusión como esta hay familias 
que llevan años esperando saber qué ocurrió. Por 
eso quiero invitarles a que se pregunten ¿seguridad 
jurídica para quién y a costa de qué?, porque la 
seguridad jurídica también es de las víctimas frente 
a la estabilidad de las decisiones y de la sociedad 
frente a la verdad judicial. La justicia transicional 
exige equilibrio, sí y ese equilibrio no se logra 
debilitando la justicia que ha permitido por ahora 
esclarecer esos crímenes. Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al ciudadano Óscar Giovanni Ramírez Zarate, 
Director de Litigios de la Comisión Colombiana 
de Juristas:

Honorable Senadora, muchas gracias por 
esta invitación. Mi nombre es Óscar Ramírez, 
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abogado de la Comisión Colombiana de Juristas. 
Agradecemos permitirnos esta intervención en esta 
audiencia pública.

Una de las preguntas que debe responder este 
proyecto, honorables Senadores, es elemental pero 
decisiva, si la Jurisdicción Penal Militar no tiene 
competencia material para investigar y juzgar graves 
violaciones a derechos humanos, crímenes de lesa 
humanidad, crímenes de guerra, como las sentencias 
emitidas por la JEP, ¿cuál es el fundamento con que 
el Acto Legislativo le atribuye competencia material 
a la Justicia Penal Militar para revisar la sentencia 
que sanciona precisamente esas conductas?

El fuero penal militar es un fuero funcional, no 
personal. Su competencia se restringe material y 
personalmente a delitos estrictamente militares y 
por eso quedan explícitamente excluidas las graves 
violaciones a derechos humanos, los crímenes de 
lesa humanidad y los crímenes de guerra. Asimismo, 
la pacífica jurisprudencia de la Corte Constitucional 
ha establecido que están excluidas del conocimiento 
del fuero militar aquellas conductas que por su 
gravedad resultan abiertamente contrarias a la 
función constitucional de la Fuerza Pública.

Dentro de esa línea la Corte ha identificado 
como graves violaciones de derechos humanos las 
ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada, 
la tortura, las masacres, la detención arbitraria y 
prolongada, el desplazamiento forzado, la violencia 
sexual contra mujeres, el reclutamiento forzado de 
menores, entre otras. Asimismo, ha establecido que 
las graves violaciones a derechos humanos y estos 
delitos no pueden quedar en competencia de la 
Jurisdicción Penal Militar.

Finalmente, la Corte ha dicho que cuando exista 
duda acerca de la relación directa entre la conducta 
investigada y el servicio, debe aplicarse la regla 
general de competencia y debe ir a la Jurisdicción 
Ordinaria. Ese límite material está sólidamente, 
además, respaldado por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos frente a que es restrictivo 
y excepcional. Sentencias como Palamara Iribarne 
contra Chile, Masacre de Pueblo Bello contra 
Colombia y La Rochela lo han fijado de forma 
clara y definitiva. Lo mismo dice el principio 29 
del conjunto de principios actualizados de Naciones 
Unidas sobre la protección a derechos humanos 
frente al límite y la competencia que debe tener la 
Jurisdicción Penal Militar.

El relator sobre independencia judicial y sobre 
ejecuciones extrajudiciales y el Grupo de Trabajo 
sobre Desapariciones Forzadas advirtieron la semana 
pasada, honorables Senadores, a Colombia que este 
Acto Legislativo podría alterar sustancialmente 
el equilibrio institucional diseñado por el 
Sistema Integral para la Paz y con los estándares 
internacionales al respecto, deseamos referir al 
Gobierno de Su Excelencia el principio ampliamente 
reconocido en el derecho internacional, según el cual 
las Jurisdicciones militares deben tener un ámbito de 
competencia internacional de naturaleza restrictiva.

El límite; y en esto queremos ser enfáticos, al 
conocimiento de la Jurisdicción Penal Militar de graves 
crímenes no se puede evadir bajo el argumento de que 
el Tribunal Superior Militar y Policial no investigará 
ni juzgará nuevamente los hechos, sino que solamente 
revisará la sentencia. La revisión automática constituye 
ejercicio de Jurisdicción y en este caso otorgaría a 
la Jurisdicción Penal Militar la posibilidad directa 
de incidir sobre los efectos jurídicos de sentencias 
relativas a conductas que se encuentran excluidas de 
su ámbito de competencia material.

Es decir, en la práctica, la reforma supondría 
una ampliación del ámbito material del fuero penal 
militar sobre graves violaciones a derechos humanos, 
crímenes de guerra, contradiciendo abiertamente los 
estándares internacionales mencionados.

A lo anterior se suma un problema de competencia 
y jerarquía funcional. El Tribunal para la Paz tiene 
categoría de alta corte y es la máxima instancia y 
órgano de cierre de la JEP, mientras que el órgano 
máximo de la Jurisdicción Penal Militar y Policial 
es un tribunal superior que no tiene la condición de 
Alta Corte ni es superior funcional de la JEP. Atribuir 
la revisión de las sentencias del Tribunal de la Paz 
supone entonces someter las decisiones de un órgano 
de cierre tribunal a una Jurisdicción distinta de menor 
jerarquía funcional, invirtiendo la estructura de 
controles del sistema de administración de justicia, 
pero además con el riesgo de que se busque que esto 
genere precedente al interior de la JEP.

Para terminar y como conclusión. Para la 
Comisión Colombiana de Juristas, las garantías 
judiciales de los integrantes de Fuerza Pública 
deben ser respetadas, pero su protección debe darse 
en el marco de los límites constitucionales del fuero 
penal militar, la independencia y las garantías de las 
víctimas. Por ello consideramos que la propuesta 
de Acto Legislativo no satisface las exigencias 
constitucionales del derecho y del derecho 
internacional, ni la competencia excepcional de la 
Justicia Penal Militar y los principios de juez natural 
e independencia del juez, por lo que recomendamos 
a estos honorables Senadores su archivo para evitar 
indebidamente romper la arquitectura de la justicia 
transicional y romper el modelo constitucional 
de administración de justicia. Muchas gracias, 
honorables Senadores.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
ciudadano Alexander Gómez López, Sargento 
Primero Retirado del Ejército:

Muchas gracias, honorable Senadora. Muy 
buenas tardes para todos. Muchísimas gracias. Soy 
sargento primero en uso de buen retiro del Ejército. 
Yo quiero dar mi opinión en este momento en razón 
a la Justicia Penal militar. Han sido 18 largos años, 
19 ya, en los que yo he tenido inconvenientes con la 
Justicia Penal Militar y por eso yo estoy a favor de 
que la JEP continúe realizando esta Magistral labor 
de la justicia y la verdad, ante todo.

El Coronel Borja, que está allá, pues nos hemos 
visto en Cali y gracias a él y a la JEP se han descubierto 
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y han salido a la luz pública barbaridades que los 
mandos en su momento pues dieron y ordenaron. Yo 
obviamente estoy de acuerdo con la JEP para que 
se esclarezca toda la verdad de los falsos positivos, 
que es una época que no se debe repetir nunca más 
en el país ni en ningún lugar del mundo. Por eso la 
JEP tiene que continuar en su ardua labor de seguir 
dándonos la verdad a todos los colombianos.

Lamentablemente, como lo dije en un comienzo, 
la Justicia Penal Militar tiene sus fallas y sus errores 
que me gustaría más adelante, de pronto de una forma 
más personal, Senadora, ponerla en conocimiento 
para si existe más adelante también otra audiencia 
de este tipo, pues poner en conocimiento al país de 
las fallas que han tenido. Creo que la JEP ha tenido 
su gran trabajo muy arduo, muy grande y es algo de 
admirar porque gracias a ustedes, gracias a la JEP, 
gracias a las personas que están de acuerdo a la paz, 
pues podemos continuar con esta gran labor que es 
llevarle al país, a todos los colombianos, la verdad, 
cueste lo que cueste. Muchísimas gracias, Senadora, 
y a todos los que me escucharon.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra 
al ciudadano Luis Hernando Castillo Porras, 
ciudadano del departamento del Meta:

Muy buenas tardes a todos. Mi nombre es Luis 
Hernando Castillo Porras. Vengo del departamento 
del Meta. En nuestra región estuvo el Macrocaso 
03. Mi propuesta en venir acá con otros compañeros 
y con el acompañamiento del colectivo Fals Borda 
es hacer un llamado a ustedes para que de pronto 
dentro de sus saberes, dentro de su corazón, nos 
acompañen en este proceso tan importante en el 
esclarecimiento de la verdad.

Para todos nosotros las víctimas a nivel nacional, 
desafortunadamente fueron hechos gravísimos 
de lesa humanidad que afectaron nuestras vidas, 
apagaron sueños, deterioraron familias, separaron 
familias. Quiero aprovechar este espacio para 
expresarle a los comparecientes su valentía por en 
las audiencias públicas demostrarnos la verdad. En 
su sentimiento hemos notado claro arrepentimiento 
de sus acciones hechas.

También quiero mencionar que las víctimas, 
nuestros familiares, no fueron o no deberían ser 
catalogadas bajo la terminología de “falsos positivos” 
o “víctimas dadas en bajas en combate”, porque 
claramente eran civiles que muchos de ellos fueron 
estudiantes que iban caminando por un camino 
veredal y fueron abordados por estos agentes que 
quitaron su vida. Muchos también campesinos que 
estaban labrando la tierra y desafortunadamente les 
segaron su vida. Otros estaban en plazas públicas, 
como hablamos en el argot popular, rebuscándose la 
vida, ¿cierto? Entonces fueron engañados con falsas 
promesas de trabajo y presentados como supuestas 
bajas en combate.

Yo quiero defender la JEP. El proceso de nosotros 
ha sido exitoso. Como vuelvo y les comento, fueron 
llevados a una audiencia privada con nosotros y a 
una audiencia posteriormente pública donde ellos 

en su humanidad expresaron estos graves hechos y 
han expresado arrepentimiento. Yo quiero decirle a 
Héctor Alejandro Cabuya... lo he visto en la revista 
Cambio defendiendo el proceso y lo invito a que 
siga animando a las demás personas involucradas, 
los demás comparecientes en esos aspectos, a que se 
animen a aportar más verdad.

Yo quiero hacerle un llamado al Presidente de 
la República, sé que es un hombre compasivo y 
que también como él está trabajando en buscar 
la verdad, ¿cierto?, entonces que le siga dando el 
presupuesto a la JEP, porque no es que va a tener 
menos profesionales en qué trabajar en nuestros 
casos. Desafortunadamente hubo en un Gobierno 4 
años donde eso no tuvo avance y pues eso retardó 
mucho el proceso.

A mí me gustaría que se cuestionara estos 
4 años también ¿por qué de pronto no tuvo los 
avances? También busquemos otras causas de que 
son investigaciones. Tenemos en este momento 
cuerpos que no han sido encontrados y también se 
va a descapitalizar la Unidad de Víctimas que está 
buscando personas desaparecidas.

Entonces, mis llamados a ustedes, honorables 
representantes y Senadores, a que desde su corazón; 
yo entiendo que ustedes son personas que están 
manejando justicia y también administran números, 
pero también tengan en cuenta el factor humano, 
la no repetición de violencia. Me gustaría que en 
cada contingente militar se llevara la bandera de 
los derechos humanos y estos comparecientes 
dieran una cátedra de derechos humanos, para que 
precisamente los nuevos militares que se están 
forjando por cuidar nuestras fronteras y nuestro 
territorio no cometan actos de violencia frente a la 
población civil.

Para despedirme, les agradezco la oportunidad 
brindada acá en el atril, a la Senadora, fue ella quien 
nos brindó el acceso al colectivo Fals Borda, que es 
quien nos está representando y a Dios por permitirme 
expresar estas palabras desde mi corazón. No tenía 
ningún documento escrito, pero quiero expresarle 
que lleguemos al corazón.

Entiendo las cifras, entiendo que hay unas 
estadísticas, entiendo que ustedes tienen que haber 
unos formalismos para manejar, pero permitámosle 
al doctor Ramelli continuar con la gestión. 
Permitamos esclarecer la verdad porque todos 
estamos aportando; yo sé que ustedes están acá 
también aportando con su trabajo, con sus saberes, 
con sus conocimientos. Entonces nos gustaría que 
eso se viera reflejado con permitirle a la JEP hacer 
su trabajo.

Nosotros estamos animando mucho a los 
comparecientes a que sigamos aportando a la verdad. 
Algunas demandas administrativas todavía no han 
sido gestionadas por el Estado; nos gustaría que de 
pronto se revisara ese asunto. La Unidad de Víctimas 
digamos que también nos gustaría que nos impulsaran 
algunos proyectos productivos para nosotros y poder 
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rebuscarnos la vida dignamente. Muchas gracias a 
todos ustedes por escucharme acá. Gracias.

Secretario (Emiliano Rivera Bravo):
Senadora Zuleta, tenemos algunos inscritos. Les 

pido por favor me ayuden si de manera virtual están 
aún conectados:

•	 Sergio Alejandro Toquica Espinosa, Karen 
Lucía Álvarez Ricardo, Javier Alejandro Pantoja, 
Lina Marcela Hurtado, María Camila Mora Cantor, 
Luis Fernando Restrepo, Lina Alejandra Parra 
Moreno, Miller Sneider Gutiérrez Ruiz, Juan Carlos 
Sandoval Mendoza, John Jairo Huertas Amador, 
José David Lugo Forero, Álvaro Cano, Edison 
Hurtado Pérez, María Pastora Cardona Mejía, John 
Alexander Tobar, Daniel Fernando Eslava Ríos, 
Sara Dávila Mesa, Johana Osorio, Johan Blandón 
Triana, Yasmín Rodríguez Céspedes, Lady Tatiana 
Achuri Lara, Diana Alejandra Peña Pérez, Luz 
Marina Bernal Parra, Alejandra Carolina Maya 
Portilla, Karen Lucía Chacón Fuentes, Johan 
Blandón Triana, Jenny Astrid Bedoya Betancur, 
Rocío Campos Pérez, Andrea Susana López 
Torres, Rafael Francisco Díaz Vázquez, Sebastián 
Rodríguez Castro, Óscar Orlando Puentes Ríos, 
Óscar Fernando Sierra Ospina, José Luis Guzmán 
Martínez, Alci Daniela Umaña Beltrán, Paula 
Caterine Jaimes Peña, Nicolás Cardona Giraldo, 
Ana Milena Gómez Franco.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 
ciudadana Ana Milena Gómez Franco:

Buenas tardes, honorables Congresistas, 
miembros de la mesa directiva, víctimas y 
demás ciudadanos presentes e intervinientes en 
esta audiencia pública. Quien les habla en esta 
intervención, la profesional del derecho Ana Milena 
Gómez Franco, acudo hoy en mi doble condición 
en esta audiencia pública de apoderada judicial 
y esposa de un militar en uso de buen retiro de 
manera voluntaria que se sometió a la JEP y hoy es 
compareciente formal ante esta Jurisdicción. Desde 
ya solicito de manera respetuosa a este escenario 
democrático de la Comisión Primera votar 
negativamente el Proyecto de Acto Legislativo 
número 04 del 2026 y ordenar su archivo con 
fundamento en lo siguiente.

El motivo, honorables Senadores, de mi 
intervención no es sumarme aquí pues a un debate 
político, sino aportar una perspectiva desde un 
análisis y una síntesis humana y jurídica desde 
el corazón de un hogar que le está cumpliendo 
al país y al Sistema Integral para la Paz y es 
menester traer a colación que mi esposo y 
poderdante ya superó con rigor las etapas más 
complejas y dolorosas del proceso transicional. 
Y digo dolorosas porque el dolor aquí no es solo 
de las víctimas; que lo digo con todo el respeto 
que me merecen, también es de las familias, hijos, 
madres y esposas de los miembros de la Fuerza 
Pública que escuchamos y vivimos sus relatos de 
verdad ante esta Jurisdicción.

Más duro aun cuando es una esposa abogada 
que nunca llegó a pensar que ejerciera el litigio y 
una representación judicial en defensa de su propio 
esposo, ya que mi esposo rindió esa versión voluntaria 
y asumió con patriotismo el reconocimiento de 
verdad y responsabilidad que quedó registrado en, 
valga la redundancia, en registros de audios en 
esa versión que rindió ante la Jurisdicción. Luego 
entonces hoy nos convoca en este debate a este 
proyecto legislativo y frente a esta iniciativa quiero 
llamar la atención del honorable Senado sobre un 
principio fundamental, y es la seguridad jurídica y 
la confianza legítima.

Modificar las reglas de juego constitucional 
a estas alturas, cuando los procesos de miles de 
militares y policías están a puertas de una resolución 
de conclusiones y de la imposición de una sanción 
propia, introduce una profunda incertidumbre. Más 
que como esposa, lo digo como profesional del 
derecho y apoderada de este compareciente, porque 
las familias de los uniformados que decidieron dar 
este paso al frente, honorables Senadores, aportar 
la verdad y someterse a esta justicia transicional, 
la prioridad absoluta en este momento es la 
estabilidad también.

Y nos preocupa enormemente que la creación 
de un mecanismo de revisión automática y externa, 
lejos de ser una garantía, se convierta en un factor 
de dilación que congele o retrase más bien de forma 
indefinida esa definición de esa situación jurídica de 
estos comparecientes, quienes ya cumplieron con 
esa palabra, con esa obligación judicial y necesitan 
también un cierre definitivo, no un limbo jurídico 
derivado de un posible choque de competencias que 
se puede presentar entre tribunales.

Asimismo, quiero enfatizar que el avance del 
proceso en la JEP no es un acto aislado como se 
ha comprendido; está íntimamente ligado a la 
garantía inclusive de los derechos de las víctimas. 
El reconocimiento detallado que ya se hizo es la 
base para la reparación y la no repetición que el país 
reclama aún y que las víctimas todavía necesitan. 
Esclarecimiento puro de verdad como derecho 
inquebrantable para todas aquellas personas que 
comparecen en calidad de víctimas.

Así que alterar la competencia prevalente de la 
JEP en este momento histórico podría incluso dejar 
en riesgo los beneficios jurídicos diferenciados que 
hoy cobijan a los miembros de la Fuerza Pública 
que decidieron aportar a la paz. Por todo lo anterior, 
respetuosamente solicito a la Comisión que, al 
evaluar el proyecto, supediten cualquier decisión 
al respecto estricto del principio de irretroactividad 
y favorabilidad para la salvaguarda de los derechos 
ya adquiridos de estos uniformados que ya le 
cumplieron al sistema y se concluya un régimen 
de transición estricto para estos militares que ya 
brindaron verdad. El Congreso debe garantizar 
que ningún trámite legislativo termine castigando 
con la demora o pérdida de beneficios a quienes de 
buena fe entregaron su verdad y están listos para 
reparar a la sociedad.
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Ahora bien, mi poderdante cumplió con ese 
sometimiento voluntario versus la obligatoriedad 
de la nueva reforma. El proyecto de ley plantea 
una revisión automática y obligatoria y mi 
poderdante realizó un acto de sometimiento 
estrictamente voluntario, bajo unas reglas de 
juego claras firmadas en un acta de compromiso 
con el Estado colombiano y cambiar estas reglas 
ahora imponiendo una revisión obligatoria por 
parte de un tribunal militar al que ya no están 
obligados a someterse viola flagrantemente el 
principio de irretroactividad de la Ley penal y de 
favorabilidad.

Finalmente, me preocupa como interventora 
en esta audiencia pública, que las instituciones 
de control nos digan que esperemos hasta un 
eventual examen de la Corte Constitucional para 
conocer su postura. Si este proyecto no prospera, 
los comparecientes voluntarios quedan en el aire, 
así como los derechos de las víctimas, sin saber 
si el Ministerio Público respalda la intangibilidad 
de la verdad que en el caso de mi poderdante ya 
entregó de buena fe. Yo sí solicito, con el debido 
decoro y formalmente alegado al delegado de 
la Procuraduría, que presente, más allá de la 
suerte que corra esta reforma en el Congreso o 
fije una posición jurídica definitiva que no hay 
necesidad, pero sí sería justo que rectifique desde 
ya su compromiso con el respeto de la confianza 
legítima, no solo de los militares retirados, sino de 
apostarle a esa paz sin cambiar las reglas a mitad 
de camino, desde luego respetando los derechos 
de las víctimas a no ser re victimizadas. Muchas 
gracias, honorables Senadores.

Secretario (Emiliano Rivera Bravo):
Continúo con los inscritos honorable Senadora 

Alexander Nariño, Valentina Ramos Guzmán, Ricardo 
Torres, Jesús Noguera, Javier González Granados, 
Tomás Silberto Maldonado Garibelo, Edilberto Hoyos 
Rendón, Mayerli Astrid Garzón Mora.

Debo dejar constancia honorable Senadora, que 
el Senador Santiago Barreto también ha estado 
conectado de manera virtual durante todo el trámite 
de la presente audiencia. Yo he terminado con el 
listado de inscritos que formalmente lo habían 
hecho en el formulario desplegado por la Comisión 
Primera para ese fin.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
ciudadano Norbei Caro, Representante de las 
Víctimas de Desplazamiento de Peñas Coloradas 
en el departamento del Caquetá:

Muy buenas tardes para todas y todos. Mi 
nombre es Norbei Caro. Soy representante de las 
víctimas del desplazamiento de Peñas Coloradas 
en el departamento del Caquetá, la cual somos 
desplazadas 744 familias en el transcurso de 3 días 
por el Ejército y la Policía.

A nosotros como víctimas nos duele y nos da 
tristeza que cuando estamos bregando a encontrar 
la verdad, cuando por fin los militares nos van a 
contar por qué nos desplazaron de nuestra tierra 

y nos quitaron nuestro territorio porque vamos a 
completar 23 años en la cual nosotros no podemos 
volver ni siquiera a ver las ruinas donde estaba 
nuestro caserío. Es triste saber que la JEP fue 
construida para decir la verdad, mientras que 
piensan mandar los militares a la Justicia Penal 
Militar, donde eso fue construido para decir 
mentiras. Entre más mienten, más se salvan 
allá y en la JEP, entre más verdad digan, más 
posibilidades hay de defenderse también ellos.

Entonces vemos que en este país hemos tenido 
un tema muy grande. Están confundiendo realmente 
la paz, la están confundiendo con la izquierda y con 
la derecha. La paz es un deber de todos nosotros los 
colombianos. Muchas gracias.

La Presidencia interviene para un punto de 
orden, Isabel Cristina Zuleta López:

Así damos por terminadas entonces las 
presentaciones de los ciudadanos, de las instituciones 
que desearon acompañarnos en esta tarde. Quiero 
dar el uso de la palabra a los honorables Congresistas 
si desean intervenir en este momento, que se 
encuentren conectados en este momento.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Rafael Nieto Loaiza:

Senadora, yo solamente quiero agradecerles a 
todos los intervinientes por sus participaciones. 
Hemos tomado atenta nota de sus preocupaciones 
y se verán reflejadas después de que las estudiemos 
con cuidado en la ponencia. Y agradecerle a 
usted por la audiencia y a los Senadores Posada, 
Benavides, Barreto por haberse conectado durante 
la audiencia.

La Presidencia interviene para un punto de 
orden, Isabel Cristina Zuleta López:

A usted, Senador Nieto. No sé si algún otro 
Senador quiere hacer uso de la palabra. Bueno, 
ninguno de los Senadores que se encuentran 
conectados quiere hacer uso de la palabra. Eh, yo 
quisiera agradecer a todas las personas que nos 
acompañaron y decirles que sus intervenciones han 
sido muy valiosas para este proceso, para el debate 
que se iniciará.

Recuerden estar muy pendientes del orden 
del día de la Comisión Primera del Senado de 
la República, en donde se establece cuándo se va 
a dar el primer debate de este Proyecto de Acto 
Legislativo. Creo que es de crucial interés, no solo 
para las víctimas, sino para las organizaciones, para 
los comparecientes, para los abogados, para todas 
las instituciones que se han dedicado tantos años a 
estudiar estos temas. Entonces, invitarles a que nos 
estén acompañando aquí.

Para mí es una alegría ver esas sillas de atrás 
llenas de ciudadanos y ciudadanas interesados en los 
asuntos que debate la Comisión Primera del Senado 
de la República. Pedirles que los documentos los 
envíen al correo.

Secretario (Emiliano Rivera Bravo):
comision.primera@senado.gov.co.
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La Presidencia interviene para un punto de 
orden, Isabel Cristina Zuleta López:

Gracias, Secretario. Es muy importante para 
nosotros poder analizar esos documentos. Y solo 
quería hacer una pequeña observación al delegado 
de la Procuraduría, recuerde, señor delegado, que 
en el proceso Congresional nosotros tenemos dos 
mecanismos para recibir las orientaciones de las 
instituciones, una vía conceptos y otra vía comentarios. 
Es decir, el comentario no necesariamente involucra 
la posición de la institución.

Es por eso que desde esta curul estamos solicitando 
comentarios a este Proyecto de Acto Legislativo, 
no solo a la Procuraduría, que coincidimos con 
la persona que intervino en ese sentido, sino que 
estábamos solicitando comentarios a la honorable 
Corte Suprema de Justicia, que por supuesto tiene 
que ver con este Proyecto de Acto Legislativo, entre 
otras instituciones, sin involucrar, por supuesto, 
su competencia y su rol cuando se debata este 
proyecto, si llega a debatirse en la honorable Corte 
Constitucional. Muchísimas gracias por estar el día 
de hoy acá, por estar pendientes de este tema. Que 
tengan una feliz tarde.

De conformidad con la Ley 5ª de 1992, la 
Presidencia informa que se publican los documentos 
enviados al correo de la Comisión Primera del 
honorable Senado de la República, comisión.
primera@senado.gov.co y los radicados en el 
trascurso de la audiencia y se envían los documentos 
a los honorables Senadores miembros de la Comisión 
Primera de Senado.

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 111188 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 111199 de 220066 
  

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 112200 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 23

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 112211 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 112222 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 112233 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 112244 de 220066 
 



Página 24	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706
 

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 112255 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 112266 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 112277 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 112288 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 25
 

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 112299 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 113300 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 113311 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 113322 de 220066 
 



Página 26	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706
 

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 113333 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 113344 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 113355 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 113366 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 27
 

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 113377 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 113388 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 113399 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 114400 de 220066 
 



Página 28	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706
 

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 114411 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 114422 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 114433 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 114444 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 29

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 114455 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 114466 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 114477 de 220066 
 

 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 114488 de 220066 
 



Página 30	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 114499 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 115500 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 115511 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 115522 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 31

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 115533 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 115544 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 115555 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 115566 de 220066 
 



Página 32	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 115577 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 115588 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 115599 de 220066 
 

 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 116600 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 33

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 116611 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 116622 de 220066 
  

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 116633 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 116644 de 220066 
 



Página 34	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 116655 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 116666 de 220066 
  

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 116677 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 116688 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 35

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 116699 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 117700 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 117711 de 220066 
 

 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 117722 de 220066 
 

 



Página 36	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 117733 de 220066 
 

 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 117744 de 220066 
  

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 117755 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 117766 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 37

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 117777 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 117788 de 220066 
  

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 117799 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 118800 de 220066 
 



Página 38	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 118811 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 118822 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 118833 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 118844 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 39

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 118855 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 118866 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 118877 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 118888 de 220066 
 



Página 40	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 118899 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 119900 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 119911 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 119922 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 41

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 119933 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 119944 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 119955 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 119966 de 220066 
 



Página 42	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 119977 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 119988 de 220066 
  

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 119999 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 220000 de 220066 
 



Gaceta del Congreso  1706	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Página 43

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 220011 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 220022 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 220033 de 220066 
 

 
CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 220044 de 220066 
 



Página 44	 Viernes, 30 de octubre de 2026	 Gaceta del Congreso  1706
 

CCC OOO MMM III SSS III ÓÓÓ NNN    PPP RRR III MMM EEE RRR AAA    

 

Página 220055 de 220066 
 

 

Siendo las 5:02 p. m. la Presidencia da por 
finalizada la audiencia pública.

El Presidente,
Honorable Senador Enrique Gómez Martínez.

El Vicepresidente,
Honorable Senador José Nicolás Gómez Medina.

El Secretario General,
Emiliano Rivera Bravo.
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